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[bookmark: _Toc366755199]Nº 020-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del nueve de mayo de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, y del tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, todos integrantes de este cuerpo colegiado.
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, en su orden, director interino, subdirectora interina y asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El director 1, doctor Alexander Arguedas Vindas y el director 2, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentran ausentes con justificación.
[bookmark: _Toc134205581]ARTÍCULO I
[bookmark: _Toc111124823]Documento N° 414-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
[bookmark: _Toc111124824][bookmark: _Toc134205583]ARTÍCULO II
[bookmark: _Toc111124826]Documento N° 340-2023 / 427-2023 / 428-2023
Aprobación del acta N° 16-2023 de la sesión celebrada el martes 18 de abril de 2023. 
Aprobación del acta N° 17-2023 de la sesión celebrada el 25 de abril de 2023 y extraordinaria N° 18-2023 de la sesión celebrada el 27 de abril de 2023. 
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, se abstiene de votar por no participado de la sesión.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 16-2023 de la sesión celebrada el 18 de abril de 2023, acta N° 17-2023 del 25 de abril de 2023, y extraordinaria N° 18-2023 del 17 de abril de 2023.
[bookmark: _Toc134205590][bookmark: _Toc132359192][bookmark: _Toc132389871][bookmark: _Toc134205593][bookmark: _Toc111124828][bookmark: _Toc132389879][bookmark: _Toc134205596][bookmark: _Toc111124829][bookmark: _Toc134205599][bookmark: _Toc134205602][bookmark: _Toc94195549][bookmark: _Toc111124832]ARTÍCULO III
Documento N° 151-2023 / 385-2023
Los másteres Oslean Mora Valdez, director interino y Bryan Calvo Calderón, jefe del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 269-JP/DJA-2023 del 24 de abril de 2023, informaron:
“Para su estimable conocimiento y lo correspondiente, en forma atenta se indica que en relación con el acuerdo tomado por esa Junta Administradora en la sesión N° 009-2023 celebrada el 1° de marzo de 2023, artículo IV, en la cual se conoció el informe del Cruce de bases de datos del FJPPJ con la C.C.S.S. pertinente al tercer trimestre del año 2022, que para lo que interesa indica:

“[…] 2.) Delegarle a la Dirección de la JUNAFO, el caso del señor Marvin Orlando Ángulo Díaz, así como los casos futuros relacionados, a fin de que se analice lo indicado anteriormente y remita el informe correspondiente a esta Junta. […]”

En razón de lo acordado por ese Órgano Superior se señala lo siguiente:

1. Que esta Unidad procedió a notificar al señor Ángulo Díaz mediante el oficio N° 200-JP/DJA-2023 de fecha 28 de marzo de 2023 vía correo electrónico el jueves 30 de marzo de 2023, lo relativo a los datos obtenidos en la investigación efectuada por esta oficina ante la C.C.S.S. y el Ministerio de Hacienda. Dicha notificación mencionaba que contaba con 3 días hábiles para manifestar lo que considerará necesario. 

1. Que el día 11 de abril de 2023 el jubilado judicial Marvin Ángulo brinda respuesta al oficio N° 200-JP/DJA-2023, mediante nota sin fecha la cual para lo que interesa cita (véanse documentos adjuntos): 

“PRIMERO: Soy propietario de un lote con una construcción en Rincón de Osa, la cual se encontraba desocupada; en el año 2018, mi hermana Nuria Ángulo, estaba atravesando una situación económica muy difícil, y me pidió que si le ayudaba prestándole el local para instalar una soda-restaurante y trabajar con su familia para ayudarse a solventar la situación… le ayudé inscribiéndome en la CCSS, y Hacienda bajo el régimen simplificado, para que abriera el local y mantuviera a su familia…

SEGUNDO: …Como hacía tanto tiempo (casi cinco años) que le había ayudado a mi hermana con prestar el local y tramitar los permisos, olvidé por completo hacer retiro o cancelación del seguro y de hacienda como obligado tributario. 

Hago conocimiento de ustedes que, al momento de recibir el documento, y darme por enterado del asunto, procedí de inmediato a cancelar los permisos y patentes y en ningún momento la intensión fue obtener un beneficio propio o causar algún problema a la Institución. 

Adjunto comprobantes de descripción en hacienda, en el Registro Único Tributario” (subrayado no es del original)

Se traslada el informe solicitado una vez efectuada la investigación preliminar, para lo que a bien estime resolver esa Junta Administradora, en cuanto a si procede el cobro de las sumas giradas por beneficio de jubilación en los períodos en que el jubilado judicial aparece reportado ante la C.C.S.S. como Trabajador Independiente.

Anexo




(…)”

- 0 -
Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, dice: “Habíamos tomado un acuerdo con relación a, si procedía o no el monto de unos dineros que se habían reportado en relación con unas labores que él había realizado en actividades fuera, externas, entonces le delegamos a la Dirección, y esa es la posición que se está trayendo a conocer”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, indica: “Nosotros habíamos delegado en la Dirección de la JUNAFO para que hiciera esta parte y que nos llegara a nosotros con alguna orientación, ese fue el acuerdo, en este caso la dirección actúa, y le solicita al señor la aclaración y demás.
Quisiera que, en próximas oportunidades cuando venga esto por parte de la Dirección, venga al igual como cuando hacen una pensión o jubilación, en donde viene una recomendación de la Dirección, porque aquí lo que nos dice es para que nosotros tomemos la decisión, entonces quisiera que en la próxima oportunidad que se diera este caso, viniera con el valioso aporte de los compañeros de la Dirección, para que la Junta tenga un elemento a valorar en cuanto a la decisión que se vaya a tomar.
Por una parte, por la otra, en este caso este señor dice, yo tenía esa propiedad, se la di a mi hermana y que aquí, y que allá, yo estoy inscrito, todo eso lo puedo comprender, pero dónde está, echo de menos por lo menos, para tomar la decisión, dónde está de que lo que está diciendo el señor es verídico, o sea, por ejemplo, una declaración jurada de la señora, sí, mi hermano me prestó, algo que me haga ver, porque es muy fácil decir, yo le preste esto a alguien y no me lo pagó, y no sabemos si fue cierto.
Si no, habría que cobrarle al señor las sumas que se dieron en su momento, entonces lo que plantearía con todo respeto para este artículo es, devolverle a la Dirección, nada más que solicite al señor que presente una prueba idónea de lo que él está diciendo, porque es el decir, nada más. Así es como lo comprendería, no sé los demás”.
El integrante presidente, Segura Solís, manifiesta: “Sí, estoy de acuerdo con usted, lo que él narra sin prueba que lo respalde, esa es la realidad. Si es criterio de todos, le pedimos a la Dirección que de previo a conocer este asunto le solicite a don Marvin Angulo, medios probatorios de lo que manifestó al momento en que se le hizo el traslado del oficio, ¿don Arnoldo?”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, expresa: “Estoy de acuerdo”.
El integrante presidente, Segura Solís, consulta: “¿Don Parris?”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, responde: “De acuerdo”. 
El integrante presidente, Segura Solís, prosigue: “Don Rodrigo está de acuerdo y yo también, entonces así quedaría lo dispuesto en el acuerdo”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para qué solicite al señor Marvin Orlando Ángulo Díaz, medios probatorios sobre lo que manifestó al momento en que se le hizo el traslado del oficio N° 200-JP/DJA-2023, mediante el cual se le notificó lo relativo a los datos obtenidos en la investigación efectuada por esta oficina ante la C.C.S.S. y el Ministerio de Hacienda, con el fin de determinar si procede el cobro de las sumas giradas por beneficio de jubilación en los períodos en que el jubilado judicial aparece reportado ante la C.C.S.S. como Trabajador Independiente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO IV
Documento Nº 180-2023 / 388-2023
[bookmark: _Hlk129857349]En sesión N° 010-2023 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo X, se tuvo por conocida la gestión presentada por el señor Eliécer Leiva Quesada, jubilado judicial, mediante nota recibida el 22 de febrero del 2023, relacionada con el cálculo que se emplea en la contribución solidaría para el salario escolar, y previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a la Dirección de la JUNAFO, para que, con asistencia de la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, rindieran un criterio a este órgano colegiado, sobre lo indicado por el señor Leiva Quesada.
Posteriormente, en sesión N° 16-2023 del 18 de marzo de 2023, artículo XXVII, previamente a resolver lo correspondiente, se trasladó a la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, la gestión presentada por el señor Eliécer Leiva Quesada, mediante nota del 27 de marzo 2023 para que fuera incluida dentro del criterio solicitado en sesión N° 010-2023 del 7 de marzo de 2023, artículo X.
En relación con lo anterior, el máster Oslean Mora Valdez, director interino y los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0145-DJA-2023 del 27 de abril de 2023, remitieron lo siguiente:
“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2023 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo X y sesión N° 16-2023 del 18 de marzo de 2023, artículo XXVIII, en donde solicitan criterio jurídico sobre las manifestaciones realizadas por el señor Eliécer Leiva Quesada, Jubilado Judicial, relacionada con el cálculo que se emplea en la contribución solidaría para el salario escolar, se procede a manifestar lo siguiente:

[bookmark: _Hlk117752453]I.- SOBRE LA GESTIÓN PRESENTADA:

El señor Eliécer Leiva Quesada, mediante nota recibida el 22 de febrero del 2023, indicó lo siguiente:

“El 01 de febrero del año en curso, remití correo electrónico "servicio al cliente JUNAFO", una interrogante relacionada al salario escolar, al respecto este tema se ha seguido discutiendo y el día 19 de febrero 2023 en el periódico la Nación página 7, se consignan los elementos por parte de la Procuraduría General de La República, en el que deja claro que actualmente el salario escolar es parte del salario de cada trabajador y que se debe diferir el 8.33% del salario escolar y considerarlo como parte del salario actual del trabajador. Ya con este pronunciamiento de la Procuraduría, queda claro que al salario actual del salario mínimo del Poder Judicial que se emplea para el cálculo de la Ley 9544 "Contribución Solidaria", se le debe sumar el 8.33% diferido del monto del salario escolar y multiplicarlo por 6, de ahí sería la base para la aplicación de la Ley 9544. Con todo respeto expongo para su análisis esta situación y proceder a realizar los cálculos y ajustes que este tema requiere y las devoluciones que procedan, ya que desde el inicio de la aplicación de esta Ley 9544, se generarían sumas rebajadas de más a cada trabajador jubilado o pensionado que este en los rangos de aplicación de la Contribución Solidaria, originadas por la aplicación de una base para su cálculo en la que no se consideró como salario actual el monto diferido del salario escolar. (…) 

Se desprende de las manifestaciones realizadas por el jubilado judicial Eliécer Leiva Quesada que, a raíz de lo señalado por la Procuraduría General de la República en la opinión jurídica N.° OJ-011-2023, en la que se indicó; “Debemos advertir que, si bien el salario escolar surgió como producto de un aumento salarial diferido, actualmente es parte del salario de cada servidor”, el salario escolar debería considerarse como parte del salario nominal y, como tal, debería contemplarse la proporción mensual que representa este componente para calcular y elevar el tope de pensión al que se le debería aplicar la contribución solidaria. En igual sentido refiere el señor Leiva Quesada que, de llevar razón con su interpretación, la Junta Administradora habría venido rebajando injustificadamente por concepto de Contribución Solidaria un porcentaje a personas jubiladas y pensionadas judiciales a las que no les correspondería el rebajo si se contemplara el salario escolar como parte del salario nominal, pues el tope de pensión sería superior al establecido actualmente. En virtud de lo cual, aduce, es procedente la devolución de las sumas rebajadas de más, a partir de que se comenzó a aplicar la contribución solidaria establecida en la Ley 9544.

Posteriormente, mediante correo de fecha 27 de marzo del año en curso, el señor Leiva Quesada remitió un nuevo correo en el que señala:

" Relacionado al oficio citado, me parece bien que se haga un análisis de este tema y no a la ligera como interpro (Sic.) de los comentarios que se derivan de la sesión No. 010-2023 del 07 de marzo del año en curso:

Al respecto y en adición a mi oficio del 22 de febrero del 2023, señalo lo siguiente:

1.- Los que tenemos entre 15 y 20 años de jubilados tenemos claro que el origen del salario escolar obedece a aumentos de salario que se fueron acumulando, hasta completar el monto 8,33% que es lo que se paga en el mes de enero de cada año.

2.- Incluso como lo indiqué en dicho oficio, al calcularme el monto de mi pensión se le adicionó el monto correspondiente al salario escolar.

3.- El documento que se señala en la publicación de la Nación del 19 de febrero del 2023, página No. 7, se indica: "El señalamiento lo hizo la procuradora general adjunta, Magda Inés Rojas, en la opinión jurídica GR-OJ-011-2023 sobre el reglamento a la Ley de Empleo Público, puesto en consulta por el Ministerio de Planificación y Política Económica (MIDEPLAN). El artículo 40 del reglamento establece que se reconocerá un aumento diferido a cada persona de 8.33%, el cual será acumulado por la Administración entre enero y diciembre de cada año y pagado de manera diferida, en enero del año siguiente. Dicho rubro deberá considerarse parte del salario global (monto único en cada categoría), por tratarse de un aumento diferido y no un incentivo salarial, aclara la PGR.

Sin embargo, la procuraduría adjunta advierte de que "indicar que se "reconocerá (en el futuro) un aumento salarial mensual para el pago del salario escolar es erróneo y podría conducir a confusiones innecesarias, desconociendo además la naturaleza de componente salarial propia del salario escolar". "Debemos advertir que, si bien el salario escorar (Sic.) surgió como producto de un aumento salarial diferido, actualmente es para del salario de cada servido (Sic.), agregó."

Recordatorio Por su parte, la procuradora adjunta recordó a la ministra que el salario escolar surgió como un incremento salarial diferido que no se canceló inmediatamente después de lo acordado, en el gobierno de José María Figueres Olsen (1994-1998), sino que se retuvo para otorgarse cada mes de enero, hasta llegar a un 8,33% que se paga ahora, en dicha nota se consignan los porcentajes de aumento que se retuvieron hasta alcanzar el 99,96% del equivalente a un salario mensual. Aclara la procuradora que, si se suprime su pago cada mes de enero, el patrono debe incrementar la remuneración mensual en el porcentaje respectivo.

4.- En la Nación del 27 de marzo 2023, página No. 4. "Diputados pueden quitar exoneración de impuesto al salario escolar", se indica El salario escolar que los funcionarios públicos reciben en enero no es un ahorro ni es fruto de deducciones que se acumulan a lo largo del año. De acuerdo con sentencias de la Sala Constitucional, el salario escolar es parte del salario ordinario y señala lo ya indicado de su origen el en gobierno de Figueres Olsen.

5.- Al analizar la respuesta a mi consulta, creo que están muy confundidos cuando indican que no es aplicable y se aplicaría para los mismos tramos de renta, y para las deducciones de ley sobre la CCSS y el Banco Popular, al respecto les señalo:

· Al salario escolar de los trabajadores activos, se le aplican todas las deducciones de ley, lo único que está exento es del pago del impuesto sobre la renta.

· Si se le adicionara el 8,33% al salario más bajo del Poder Judicial (multiplicado por seis), sobre el cual comienza a aplicarse los montos de deducción de la Contribución Solidaria, da como resultado que el monto sería superior al de la base que se aplica actualmente ($2.602.800=), por lo que el monto de rebajo de la Contribución Solidaria lógicamente sería menor. 

· Para el caso de las deducciones del impuesto sobre la renta, CCSS y demás deducciones que se aplican a los jubilados o pensionado no tendrían variación alguna, lo del cálculo sobre la base de los seis salarios más bajos del Poder Judicial, esto solo aplica para la base del cálculo (Sic.) de la Contribución Solidaria.

En resumen, Yo no soy abogado, por eso me parece acertado que sea analizado por la asesoría jurídica, porque me resultan muy claros tanto el pronunciamiento de la Procuraduría General de la República y las sentencias de la Sala Constituciones que señalan que el salario escolar es parte del salario ordinario."

II. ANÁLISIS DEL CUADRO FÁCTICO:

Con la finalidad de comprender los alcances sobre la consulta presentada por el señor Eliécer Leiva Quesada, se procede a desarrollar lo siguiente:

a.- Sobre la Contribución Especial Solidaria:

En primera instancia, debe hacerse referencia a que el numeral 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial señala:

“Artículo 225- Ninguna jubilación podrá ser superior a diez veces el salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, ni inferior a la tercera parte del salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial. El monto de las pensiones y las jubilaciones en curso de pago y las que se otorguen en el futuro se reajustará por variaciones en el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC).” (El resaltado es propio)

De su parte, el artículo 236 bis ibídem, relativo a la contribución especial, solidaria y redistributiva de los pensionados y jubilados establece:

“Además de la cotización común establecida en el artículo anterior, los pensionados y los jubilados, cuyas prestaciones superen los montos que se fijarán, contribuirán de forma especial, solidaria y redistributiva, de acuerdo con la siguiente tabla:

a) Sobre el exceso del tope establecido en el artículo 225 y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso.

b) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta por ciento (40%) de tal exceso.

c) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con el cuarenta y cinco por ciento (45%) de tal exceso.

d) Sobre el exceso del margen anterior y hasta por un veinticinco por ciento (25%) más, contribuirán con un cincuenta por ciento (50%) de tal exceso. e) Sobre el exceso del margen anterior contribuirán con un cincuenta y cinco por ciento (55%) (*).

En ningún caso, la suma de la contribución especial, solidaria y redistributiva y la totalidad de las deducciones que se apliquen por ley a todos los pensionados y jubilados del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, podrá representar más del cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión que por derecho le corresponda al beneficiario. Para los casos en los cuales esta suma supere el cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión, la contribución especial se reajustará de forma tal que la suma sea igual al cincuenta y cinco por ciento (55%) (*) respecto de la totalidad del monto bruto de la pensión.

Los recursos que se obtengan con la contribución especial, solidaria y redistributiva, establecida en la presente ley, ingresarán al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

(*) (Nota de Sinalevi: Mediante resolución de la Sala Constitucional N° 11957-2021 del 25 de mayo de 2021, se anula el porcentaje de cotizaciones y la contribución especial solidaria y redistributiva en cuanto excedan el 50% del monto bruto de la pensión que corresponde a la persona jubilada o pensionada. Sin embargo, de conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, para evitar graves dislocaciones de la seguridad, la justicia, o la paz social, la Sala gradúa y dimensiona los efectos de esta resolución, de modo que, a partir del mes siguiente de la notificación de la sentencia, las autoridades competentes deberán realizar el ajuste correspondiente conforme a esta sentencia, de manera tal que las cargas tributarias que pesan sobre el monto de las jubilaciones y pensiones no exceda el 50% del monto bruto que recibe el jubilado o pensionado.)”

En la norma se contempla una carga económica adicional en favor del fondo sufragada por aquellos jubilados y pensionados que reciben pagos jubilatorios o de pensión por encima del tope de 10 salarios base fijado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial como tope máximo a pagar por parte del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. De ese modo, es válido afirmar que la contribución especial solidaria tiene un carácter intrínsecamente transitorio, en tanto que solo es aplicable a quienes hayan obtenido la condición de jubilados y pensionados al amparo del diseño previsional anterior que no fijaba tope para el pago de montos jubilatorios. 

B.- Conceptualización de salario:

El artículo 162 del Código de Trabajo, en concordancia con el artículo 57 de la Constitución Política, declaran al salario como:

"…la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo.". (El subrayado es propio).

En ese sentido, el ilustre Jurista Guillermo Cabanellas se ha dado a la tarea de externar el concepto legal del salario como:

“Toda suma que por cualquier concepto reciba el trabajador, con motivo de la prestación de sus servicios, integra su salario, siempre que la reciba como consecuencia del contrato laboral. Así, constituye salario no solamente lo percibido por el trabajador en dinero efectivo, sino también cualquiera otra retribución, de la naturaleza que fuere, siempre que tenga su origen en el contrato de trabajo y que se traduzca en un beneficio material.

"(…)"

En general, en la legislación positiva hispanoamericana se considera como salario la remuneración total a que tiene derecho el trabajador, tanto en dinero como en especie, por obras o por servicios ejecutado por cuenta de un empresario. Resulta así la retribución que el patrono debe pagarle al trabajador como compensación del trabajo realizado, o en virtud de un contrato de trabajo.

Cuando el empresario abona lo es en razón o a causa de la actividad laboral que el trabajador ha realizado para él; de esta manera, los suplementos que el trabajador obtenga por encima de su salario, constituyen una manera de retribuirlo; en igual forma, los llamados elementos marginales son también integrantes de la remuneración que el trabajador percibe." Tratado de Derecho Laboral, Tomo II, Derecho Individual del Trabajo, Volumen 2, Editorial Heliasta S.R.L. Buenos Aires, Argentina, 3 edición, 1988, p. 222.

El artículo 1 del Convenio N° 95 de la OIT ratificado en fecha del 02 de junio de 1960 define el salario de la siguiente manera:

“Artículo 1. A los efectos del presente convenio, el término salario significa la remuneración o ganancia, sea cual fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, fijada por acuerdo o por la legislación nacional, y debida por un empleador a un trabajador en virtud de un contrato de trabajo, escrito o verbal, por el trabajo que este último haya efectuado o deba efectuar o por servicios que haya prestado o deba prestar.”

La Ley de Salarios del Poder Judicial establece el sistema oficial de retribución para todos los puestos incluidos en el Manual Descriptivo de Clases del Poder Judicial. Su artículo 3, determina la escala salarial con “sus correspondientes categorías, salarios mínimos, aumentos, intermedios o pasos y un salario máximo”. 

Los numerales 4, 5, 7, 11, 12, 14 y 15 ibidem, definen más claro cómo se ha compuesto esa “retribución”, de modo que señala varios elementos que la configuran como lo son:

1) Los salarios intermedios o pasos.
2) Un salario base.
3) Un salario máximo que corresponde a los aumentos por mérito percibidos anualmente y que la corte plena considere necesarios.
4) Aumentos que se produzcan con motivo de las asignaciones de clases o de las reasignaciones que sean necesarias.
5) Aumentos que pudieren producirse por salarios adicionales o sobresueldos.
6) Retribución adicional a quienes impartan lecciones en la escuela judicial.
7) Incentivo por concepto de prohibición.
8) Zonaje.
9) Anualidades.
10) Horas extra.
11) Incremento por costo de vida.

Por su parte, el ordinal 8 señala que todo salario comprende el pago mensual de la respectiva jornada de trabajo.

Ahora bien, el concepto de remuneración total en el régimen de empleo público concebido por la doctrina laboral y los artículos antes citados estima dos elementos constitutivos de un salario compuesto o total, que es muy común por cierto en el régimen dicho. El primero se refiere al salario base cuya génesis fundamentalmente se da en función de las políticas presupuestarias, coordinadas por las escalas salariales con categorías de puestos establecidos y que sumado al aumento por costo de vida compone una parte de ese salario total y, por otro lado, el segundo elemento contempla a los “pluses salariales” que corresponden a otros conceptos que percibe la persona servidora pública por condiciones particulares del puesto o inclusive de la persona. Es decir, el salario o remuneración totales (brutos) percibidos en función de un cargo específico, estarían siempre compuestos por el salario base, más los incrementos de costo de vida y los “pluses”. 

Respecto de este último rubro la Sala Segunda en sentencia número 00005-2002 de las nueve horas treinta minutos del 18 de enero de 2002, ha reiterado que:

“La voz francesa "plus", siguiendo la jurisprudencia de la antigua Sala de Casación (véase el Voto No. 10, de las 16:00 horas, del 21 de enero de 1975), es una acepción gramatical y semántica que significa "más", y es aceptada como un galicismo jurídico. El Diccionario de Derecho Usual de Cabanellas define "plus" como “. "sobresueldo o bonificación" que se da a las tropas en campaña por servicios especiales. Cualquier pago suplementario; como gratificaciones, dietas, viáticos, primas, premios, etc..". Con fundamento en esa definición, se afirmó que el "plus salarial", se funda en otro "servicio especial" a remunerar, extendiéndose a cualquier pago suplementario, como los indicados. Pérez Botija, en su Manual de Derecho de Trabajo los define también como "emolumentos que se agregan a la retribución base para compensar trabajos generales o especiales.". Esa compensación, entonces, no es gratuita ni general; es especial, directa y personal, o sea, se funda en la compensación por la relación laboral particular de cada trabajador. Constituyen pluses los aumentos por antigüedad que se le hace al trabajador en reconocimiento de los años de servicio, a su buen desempeño y a la mayor experiencia adquirida en sus labores, como también lo que percibe por zonaje, puesto que con este rubro se compensan los mayores desembolsos que debe hacer el trabajador que tiene que ejecutar sus labores en lugares distintos al centro de trabajo. El "MAS" trabajo se gratifica con un suplemento salarial y afecta, mejorando, el salario total, pero no el salario base.” (El subrayado es de quien redacta.)

Hasta aquí, a grandes rasgos puede decirse que lo que se denomina “pluses salariales” compone una parte del salario total y responde a una situación laboral particular. Es claro de lo externado cíclicamente por la Sala Segunda que el fin que ostenta los “mas” remunerativos responden a una situación particular laboral y que el aumento por costo de vida, es común y tiende a incrementar el salario base; pero esos tres elementos históricamente han formado el salario total, por lo que toda retribución independientemente de su modo de pago que, con ocasión de la prestación directa del servicio el Poder Judicial otorga al servidor judicial, ya sea por disposición jurídica, se reputa como salario para todos los efectos.

No obstante, con la entrada en vigencia de la Ley Marco de Empleo Público, varía sustancialmente el concepto de salario en las condiciones en que se ha abordado, pues a partir del 10 de marzo del 2023, se sustituye el salario compuesto (salario base + pluses), por un salario global para todos los puestos.

C. - Conceptualización de salario escolar.

Como antecedentes se tiene que el salario escolar se origina a partir del Decreto número 23495-MTSS publicado en el Alcance número 23 a la Gaceta número 138 del veinte de julio de mil novecientos noventa y cuatro, el cual fue modificado en el Decreto Ejecutivo No. 23907-H del 21 de diciembre de 1994-; siendo así que el mismo es caracterizado de la siguiente manera:

“2º.- Que el Salario Escolar, consiste en un ajuste adicional, para los servidores activos, al aumento de salarios por costo de vida otorgado a partir del 1º de julio de 1994, y será un porcentaje del salario nominal de dichos servidores, para que sea pagado en forma acumulativa, en el mes de enero de cada año.

3º.- Que mediante resolución DG-062-94, la Dirección General de Servicio Civil, crea el componente salarial denominado "Salario Escolar" para los servidores amparados al Régimen de Servicio Civil y que mediante resolución AP-34-94, la Autoridad Presupuestaria la hace extensiva a las instituciones y empresas públicas cubiertas bajo su ámbito.”

Con respecto a la naturaleza jurídica dicha, la Sala Segunda mediante Sentencia Número 125 de las 8:35 horas del 25 de febrero de 2005, indicó:

“(…) Según los decretos ejecutivos citados, el “salario escolar” como lo puntualizó la Sala Constitucional en el voto N° 0722-98, de las 12:09 horas del 6 de febrero de 1998 “. nace mediante el Decreto número 23495-MTSS publicado en el Alcance número 23 a la Gaceta número 138 del veinte de julio de mil novecientos noventa y cuatro, el cual fue modificado por el Decreto Ejecutivo número 23907-H publicado en la Gaceta número 246 del veintisiete de diciembre del mismo año. Dicho decreto estableció un sistema de retención y pago diferido de un porcentaje del total del aumento decretado por costo de la vida para el año que corresponda. Ese porcentaje se fijó en un dos por ciento del total a pagar por dicho rubro, el cual debería cancelarse por parte del patrono en forma acumulada y diferida con el último pago del mes de enero siguiente. Así, verbigracia, si el aumento decretado por el Estado para el sector equivale a un ocho por ciento, mensualmente el patrono retendrá -al trabajador activo- un dos por ciento de ese aumento sobre una base mensual y pagará junto con el salario mensual la diferencia, sea en el caso de ejemplo, un seis por ciento. De esta forma queda claro que el monto pagado por la vía del llamado “salario escolar” es un monto que no paga el Estado en forma adicional como si fuera un monto extraordinario en el mes de enero de cada año, sino que es un monto que por derecho le corresponde al trabajador recibir en forma diferida en el mes de enero, monto que de por sí ya ha devengado y se encuentra dentro de su patrimonio. (..) lo que el trabajador activo percibe en el mes de enero siguiente al aumento decretado el año anterior, es un dinero que el Estado no paga en forma extraordinaria (..) sino que corresponde a una suma que ya se encontraba dentro del patrimonio del trabajador por cuanto ya había sido reconocida por éste e incluida dentro del salario a percibir, sólo que se le paga en forma diferida.” (Sic). De lo anteriormente trascrito, queda claro que el “salario escolar” es un monto que el empleador retiene y acumula durante todo el año, para pagarlo en un solo tracto al trabajador, en forma diferida, con el último salario del mes de enero de cada año –aumento salarial de pago diferido-; por ende, dicho pago depende de la retención del porcentaje de reajuste salarial ya determinado en el período correspondiente, que por concepto de costo de vida dictó en aquellos decretos el Poder Ejecutivo.” (En el mismo sentido, véase sentencia No. 1068 de 8:42 horas de 06 de agosto del 2010).

No es óbice indicar que más recientemente, la Sala Segunda ha venido a precisar con más detalle los alcances del salario escolar, señalando que en el sector público no es una retención, sino un componente que se paga en enero, al indicar lo siguiente; 

“….esta Sala ha dejado claro el criterio de que el salario escolar no constituye una retención salarial que se paga en forma diferida en cada mes de enero, sino que es un componente salarial más calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente con base en los mismos componentes salariales que se toman en cuenta para computar el décimo tercer mes (en ese sentido, consúltense –entre otras- las sentencias números 833 de las 9:40 horas del 12 de octubre, 1055 de las 9:35 horas del 21 de diciembre; ambas de 2011, y la número 667 de las 10:00 horas del 10 de agosto de 2012)”. (voto 2018-000215 de las nueve horas treinta minutos del dos de febrero de dos mil dieciocho).

En el mismo sentido se señala:

“V.- RESPECTO DEL SALARIO ESCOLAR: la representación estatal reprocha la condena al pago de las diferencias generadas en el salario escolar. Al respecto, debe indicarse que, desde hace algún tiempo, esta Sala rectificó el criterio esbozado en esta materia y ha venido sosteniendo que, en el Sector Público, ese rubro no constituye una retención salarial que se paga en forma diferida en cada mes de enero sino de un componente salarial más. Así, en la sentencia n.° 833, de las 9:40 horas del 12 de octubre de 2011, se expuso: “Con base en lo anterior, se desprende claramente que el Salario Escolar en el sector público fue promovido como un componente salarial calculado sobre el salario total que perciben las personas trabajadoras y cuyo pago se realiza en forma acumulada en el mes de enero del año siguiente. Es decir, que a diferencia del sector [privado], en el que el salario escolar está conceptuado como una deducción del aumento salarial autorizado, en el sector público es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un año”. (Lo incluido entre paréntesis no consta en el original, pero resulta evidente la omisión). Lo mismo se dijo en un fallo posterior: “En consecuencia, con base en este otro criterio según el cual, el salario escolar es un componente salarial acumulado, que se calcula con base en el salario mensual percibido en un año; y no, una retención acumulada de parte del salario, lo resuelto deberá ser revocado para disponer que a los actores y actora les asiste también el derecho para que las diferencias acordadas se vean también reflejadas en los salarios escolares correspondientes” (la negrita no es del original. Sentencia n.° 1055, de las 9:35 horas del 21 de diciembre de 2011. En igual sentido también puede consultarse el voto n.° 667, de las 10:00 horas del 10 de agosto de 2012)”. (voto 2018-000967 de las diez horas del catorce de junio de dos mil dieciocho)

De conformidad con lo anterior, se advierte que el salario escolar en el Poder Judicial es un componente salarial adicional que se le reconoce a los servidores del mismo.” (Lo resaltado no corresponde a su original).

De lo colegido queda claro que el salario escolar efectivamente no constituye un salario devengado mensualmente, puesto que es un aumento por carestía que no se paga mensualmente y que es efectivo hasta enero de cada año y forma parte del salario total o compuesto que perciben las personas servidoras judiciales. Es decir, no se desvirtúa su naturaleza salarial; por lo que, si forma parte del salario compuesto o remuneración total, debe ser sujeto de los rebajos que exige el ordenamiento jurídico de la deducción que constituye el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como la comisión correspondiente para el pago de gastos de la Junta Administradora de dicho Fondo.

III.- CRITERIO.

Una vez analizada la naturaleza del salario, el salario escolar y la contribución especial solidaria y redistributiva de las personas pensionadas y jubiladas judiciales, este órgano asesor procede a analizar la gestión planteada por el señor Eliécer Leiva Quesada a fin de determinar si lleva razón su interpretación al indicar que el salario base que sirve de referencia para establecer el tope de las pensiones y jubilaciones de las personas servidoras judiciales que deben pagar la contribución especial solidaria, ha estado mal calculada desde su implementación al haberse omitido sumarle la proporción correspondiente al salario escolar.

De lo analizado en la normativa, la jurisprudencia y la doctrina, se advierte que lo señalado por la Procuraduría General de la República en la opinión jurídica N.° GR-OJ.011-2023, concerniente al salario escolar, no es un aspecto novedoso, pues ya desde el año 2011 la jurisprudencia lo ha considerado como un componente más del salario nominal del Poder Judicial, empero, el salario escolar cuenta con características y naturaleza muy diferentes y si bien es verdad que este se computa como un componente más del salario, este no afecta al salario base, es decir, no se contabiliza como un rubro a considerar a la hora de fijar salario base. 

Ahora bien, estos estos conceptos se aclaran en el presente escrito para determinar a quién le corresponde valorar los temas sobre los salarios y si están acorde a lo que realmente corresponde, como se indicó líneas atrás, el artículo 162 del Código de Trabajo desarrolla que el salario es la retribución que el patrono debe pagar al trabajador en virtud del contrato de trabajo, es decir, es un vínculo directo que tiene el patrono con el trabajador, vínculo que nace de la base salarial que fija el Poder Judicial como patrono debido a que tiene esa exclusiva potestad y en la que la Junta Administradora no tiene participación alguna, tampoco competencias para ello, ya que este órgano se limita a tomar el dato de referencia que el patrono otorga y, en concordancia con el artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, fija los topes a los que debe aplicarse la contribución especial solidaria. Se adiciona, una intervención de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en esa área le está prohibido por imperativo legal de conformidad con los artículos 11 de la Ley General de Administración Pública y 11 de la Constitución Política, toda vez que, se reitera, el salario base quien lo establece el Poder Judicial y no la Junta Administradora.

Se hace ver al petente que, a pesar de haberse llevado a cabo este estudio y dejado claro los conceptos desarrollados, lo cierto del caso es que no es potestad de la Junta valorar si el cálculo de salario base se está realizando o no de forma adecuada, pues se insiste, no es competente para emitir criterio al respecto. 

La Dirección de la JUNAFO y esta unidad asesora, tienen clara la naturaleza del salario escolar, la voluntad del Estado a la hora de su constitución y su condición actual como componente salarial, sin embargo, no es resorte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial establecer la base salarial que se debe considerar a la hora de establecer los topes de pensión o jubilación, por lo cual, no es factible ahondar en el tema propuesto por el gestionante Leiva Quesada con base en lo anteriormente indicado.

Para ello, en la página oficina del Poder Judicial, se puede verificar que, quien publica los índices salariales, es la Dirección de Gestión Humana, labor que realizan con la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales, previo a ello, es conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial. 

No está demás señalar que la interpretación que sostiene este órgano asesor en este criterio garantiza la realización del fin público correspondiente al deber constitucional que tiene el Estado con la seguridad social, lo cual está acorde con lo normado en el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública.

IV.- CONCLUSIÓN:

Con fundamento en lo expuesto, este órgano consultivo concluye que:

a) El salario es un vínculo directo que tiene el patrono con el trabajador, para determinar el salario, el Poder Judicial fija los índices salariales que corresponden a cada uno de los puestos creados dentro de la estructura operativa de la institución. legalmente al Poder Judicial como patrono determinar los alcances de esa materia. Para ello, la Dirección de Gestión Humana publica los índices salariales, labor que realizan con la Unidad de Presupuesto y Estudios Especiales, previo a ello, es conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial.

b) Con base en el punto anterior, es menester aclarar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tiene competencias establecidas por la Ley Orgánica del Poder Judicial, de conformidad con el título IX del citado cuerpo normativa, dentro de esas competencias, no está el valorar la base de los salarios y si están calculadas correctamente, esa competencia le corresponde al Poder Judicial como patrono.

c) En cuanto a la aplicación de la contribución especial solidaria, se utiliza como base lo indicado en el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde menciona “salario base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial”, por ende, la competencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, es tomar como base el monto del salario indicado, no así determinar si esa base está correcta o no, debido a que, como se indicó líneas atrás, esa carece de competencias legales para ello. 

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 10-2023 celebrada el 07 de marzo de 2022, artículo X y sesión N° 16-2023 del 18 de marzo de 2023, artículo XXVIII, para lo que a bien estimen disponer.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido y aprobado el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino y los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, asesores jurídicos interinos, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0145-DJA-2023 del 27 de abril de 2023. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Eliécer Leiva Quesada.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO V
Documento N° 311-2023 / 379-2023
En sesión N° 016-2023 del 18 de abril del 2023, artículo XIII, en lo conducente, se tuvo por recibido el oficio N° SP-431-2023, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, mediante el cual remitió una serie de observaciones, resultado de la revisión de las actas de los Comités de Inversiones, Riesgos y del Órgano de Dirección de la JUNAFO, de diciembre 2022 a febrero de 2023. Asimismo, se le encomendó a la Dirección de la JUNAFO, solicitar la ampliación al plazo indicado por la SUPEN, a un mes, para rendir el informe respectivo. 
El máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones - SUPEN, en oficio N° SP-553-2023, del 26 de abril de 2023, comunicó:
“Se recibió el oficio N° 138-DJA-2023 del 24 de abril de 2024, mediante el cual solicita una prórroga a esta Superintendencia de 30 días hábiles adicionales al plazo máximo establecido en el SP-431-2023, con el objetivo de analizar y atender las observaciones planteadas en el precitado oficio, por parte de los Comités Técnicos y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO). 

Sobre el particular, se autoriza de forma improrrogable el plazo hasta el 15 de junio de 2023”.
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Tomar nota del oficio N° SP-553-2023, del 26 de abril de 2023, suscrito por el máster Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División de Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN y trasladarlo a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que atienda el requerimiento indicado por la SUPEN en el plazo establecido. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VI
Documento N° 409-2023
Los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0211-JP/DJA-2023 del 5 de mayo de 2023, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Silvia Chacón Soto, cédula de identidad 01-0840-0390 en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Walter Espinoza Espinoza, cédula de identidad 04-0176-0271, cuyo deceso acaeció el 2 de noviembre de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 21 de noviembre de 2022 (13 días posteriores a la muerte), recibió la gestión de la Silvia señora Chacón Soto, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-1721-735-TS recibido por esta Dirección el 03 de marzo de 2022 y suscrito por la Licda. Jeanina Campos Zumbado, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Chacón Soto.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

“…La señora Silvia Chacón Soto, es costarricense, portadora de la cédula de identidad número 0108400390, de 50 años de edad, viuda, cuenta con educación universitaria completa, Licenciada en Administración de Empresas con Énfasis en Banca y Finanzas, labora como analista financiero para el (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Acerca de la historia de vida de la señora Chacón se conoció que contrajo nupcias el 18 de diciembre del año 2000 con el señor Walter Espinoza Espinoza, con quien convivió hasta que éste falleció. Mismos que convivieron de forma continua sin reportarse separaciones o conflictos de relevancia. Producto de esta unión nacieron dos hijos, mellizos de 15 años al momento de la valoración, Ignacio y Daniela.

Se reporta una dinámica familiar positiva, misma en la que se desarrolló una organización en la cual desde el inicio ambos trabajaban y aportaban recursos económicos para satisfacer las necesidades del grupo familiar, atendiendo las necesidades materiales básicas y no básicas de los cuatro miembros de forma satisfactoria.

El señor Espinoza fallece de forma repentina enfrentándose a múltiples gastos por concepto de asesoría legal y demás trámites propios en este tipo de casos que asciende a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), a lo que se agregaría aquellos usualmente atendidos y que se desglosan en el cuadro más adelante.

Se conoció que el señor Espinoza y la señora Chacón eran los encargados de solventar todas las necesidades del hogar con el ingreso de ambos por concepto de salario, el cual ascendía a un monto neto en el caso de la señora Chacón a ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones y el señor Espinoza a ¢ (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) para un total de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)  mensuales.

Se reportan gastos en la dinámica familiar cotidiana por concepto de alimentación, vestido, transporte, educación privada, mantenimiento de vehículos y vivienda, gastos médicos privados, así como tratamiento terapéutico para uno de los hijos de la pareja, quien requiere de apoyos en el área educativa y emocional, tratamiento de ortodoncia, pago de servicios públicos, telefonía fija y celular, cuidados y atención de sus mascotas, pago de servicio doméstico, asesoría legal y recreación.

Acerca del ámbito recreación y ocio, se conoció que la familia disfrutaba de paseos, y viajes tanto al interior como al exterior del país, así como salidas a comer en familia y en el caso de los adolescentes, salidas propias de los procesos de socialización y relación con su grupo de pares.

Las actividades de limpieza y la preparación de alimentos eran asumidas por la valorada, el señor Espinoza pero fundamentalmente por la empleada doméstica contratada ya que ambos se encontraron activos laboralmente. Esta empleada devenga un salario mensual aproximado de ¢214,000, más pago de seguro médico.

A continuación, se desglosan los egresos reportados:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Se conoció que tras la defunción del señor Espinoza, la señora Chacón siguió viviendo en su domicilio habitual, junto a sus hijos. Los gastos que asumía su esposo a favor de la satisfacción de necesidades del hogar se han logrado cubrir con los ahorros que tenían ambos, y ha sido necesario reducir algunos gastos con el fin de no agotar dichos recursos.

En cuanto a las condiciones habitacionales se observó que la casa dispone de menaje en buen estado, sobresale el regular mantenimiento que se le ha brindado a la vivienda, espacios cómodos y acogedores donde se desarrollan las actividades cotidianas. La vivienda se ubica en una comunidad rural, con acceso a los servicios básicos comunales y comerciales. Cuenta con amplia zona verde y no presenta condición de hacinamiento.

Por otra parte, en relación a la solicitud del presente trámite de pensión la señora Chacón afirma que su principal interés es contar con los ingresos suficientes para poder cumplir con la satisfacción de sus necesidades y las de sus hijos…”

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…] Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”

V. Datos de interés

· Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso el señor Espinoza Espinoza, mantenía una condición de servidor judicial activo. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (30 años, 3 meses y 28 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que al señor Espinoza Espinoza, conforme las disposiciones de la Ley O.P.J vigente, le asistiría un monto en bruto de ¢ 3,849,268.45 (Tres millones ochocientos cuarenta y nueve mil doscientos sesenta y ocho colones con 45/100).

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Chacón Soto de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su esposo fallecido, para este caso equivale a ¢3,079,414.76 (tres millones setenta y nueve mil cuatrocientos catorce colones con 76/100) mensuales en bruto.

· En el dictamen socioeconómico se reportan egresos básicos mensuales en del grupo familiar por un monto de ¢2,613.041,62 (dos millones seiscientos trece mil cuarenta y un colones con 62/100)

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 21 de noviembre de 2022, un total de 13 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Espinoza Espinoza.

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a la señora Silvia Chacón Soto, es claro en demostrar que, hasta el fallecimiento de su esposo, ambos compartían los gastos de su núcleo familiar, por lo que la señora Chacón Soto dependió parcialmente de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley.

· Según certificaciones aportadas por la señora Chacón Soto, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· Según constancia de salario aportada por la señora Chacón Soto se reporta que recibe un salario bruto mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y un líquido mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que cuenta con este ingreso fijo.

· Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, impresiona que al momento del deceso del señor Walter Espinoza Espinoza la señora Silvia Chacón Soto y éste encabezaban un hogar conformado por la pareja y sus hijos, Ignacio y Daniela ambos de 15 años de edad.

La satisfacción de las necesidades materiales de los miembros de la familia dependía del ingreso del señor Espinoza el cual era mayor al de su esposa. Los gastos mensuales superan el ingreso de la señora Chacón por lo que no podría hacer frente a ellos con el salario devengado.

Ante la carencia en el hogar del aporte acostumbrado del señor Espinoza, se recurre al uso de ahorros de la pareja, y a la priorización del gasto, lo que podría constituirse en una disminución del nivel de vida acostumbrado por la referida y sus hijos previos al deceso del empleado judicial.

Como condición de vulnerabilidad se identifican condiciones educativas especiales que requieren de apoyos en uno de los hijos de la pareja y requerimiento de controles y atenciones médicas y odontológicas, especializados que han sido atendidos de manera privada.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.

VII. Recomendaciones

a) Considerando que los ingresos mensuales de la señora Chacón Soto son por un monto líquido de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) y que sus egresos son por un monto mensual ¢2,613.041,92 (dos millones seiscientos trece mil cuarenta y un colones con 92/100) quedando un déficit de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a la señora Chacón Soto sea el 66% del 80% del monto bruto de jubilación que hubiese devengado su esposo fallecido, el cual equivale a ¢2,032,413.74 (dos millones treinta y dos mil cuatrocientos trece colones con 74/100) mensuales en bruto. Esto a partir del 03 de noviembre de 2022, día después de la muerte de la persona exfuncionaria.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-1721-735-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la señora Chacón Soto en cuanto a los ingresos y egresos mensuales del grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus necesidades.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación: 

(…)”
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Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, expresa: “La solicitud fue presentada el 21 de noviembre del año 2022, 13 días después del fallecimiento. Aquí viene el informe, la propuesta es con un 66% del 80% porque como él es una condición particular, toda vez que murió antes de cumplir con los requisitos señalados para una pensión completa; sin embargo, hay una observación que tengo que hacer, la señora pide la pensión a su nombre y se le olvidó sus hijos, pero bueno, digamos que la estaría pidiendo para los tres, haciendo una interpretación amplia de la solicitud.
No estoy de acuerdo en el 66% del 80% porque miren ustedes, lo que ella gana y lo que en realidad se le devengaba a don Walter al momento en el que murió y si no nos... Aquí está, él hubiera recibido una pensión de ¢2.613.041,92 (dos millones seiscientos trece mil cuarenta y un colones con noventa y dos céntimos), de eso se estima equivalente que se le otorgue el 66% del 80, que sería la suma de ¢2.032.413, 74 (dos millones treinta y dos mil cuatrocientos trece colones con setenta y cuatro céntimos) a partir del 3 de noviembre del año 2022.
Eso con los rebajos de ley, imaginémonos que tiene dos hijos de 15 años, les falta toda una vida para que esos muchachos salgan adelante y a mí me parece que… ah, bueno, y viene todo el informe de Trabajo Social, de los gastos inclusive hay uno de los niños que necesita una atención especial, me imagino que es como una adecuación curricular y yo no estaría de acuerdo con 66, lo someto a discusión”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, consulta: “Don Juan Carlos, entendería que primero vemos si el 66% y después ajustamos el porcentaje ¿verdad?”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Sí, señor”.
El integrante Arroyo Guzmán manifiesta: “Okey, entonces estoy en esa misma línea, no estoy de acuerdo con el 66% y luego votaríamos para ajustar ese porcentaje”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Muy bien, entonces lo someto a votación. Don Rodrigo no está de acuerdo con el 66%, yo tampoco, ¿don Parris?”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, indica: “Yo nada más necesito una explicación de ese cálculo.
¿Ese cálculo dio 66%, por qué?, ¿por la imposibilidad de que haya cumplido con los requisitos para el 100% de la jubilación o el 82% que es ahora?”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “No, es que él hubiera recibido un 80%, ¿verdad?, el problema es ¿por qué no se le da el 80% y por qué se le da el 66%?, ese es el meollo del asunto. ¿Cómo llegamos a la conclusión de otorgarle un 66% del 80%?”.
El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Sí, correcto, pero a mí lo que me preocupa es que el cálculo que se hizo fue un 66% porque no tenía los requisitos totales para poder jubilarse con un 82% o 80%, ¿no es así?, es que ahí hay algo que no calza. No sé, tal vez si Oslean talvez nos explica un momentito, disculpen que en media votación atraviese ahí, pero es para que quede claro”.
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “Bueno, primero hay que indicar que don Walter Espinoza poseía 30 años, 3 meses y 28 días de servicio; no le correspondía a Walter irse con la vieja Ley, sino que tenía que irse con la Ley 9544 que exigía 35 años de servicio, entonces, a la hora de hacer el cálculo, si don Walter estuviese en vida y hubiese tenido que jubilarse por una incapacidad absoluta y permanente, lo que se haría es un cálculo de dividir los 30 años efectivamente laborados entre los 35 años que exige la Ley, y eso le otorgaría un porcentaje a don Walter. 
En este caso, lo que se hace es que se determina cuánto es el porcentaje que a él le hubiese correspondido, y se dice en caso de jubilación a él le hubiese tocado, si él estuviese vivo, se hubiese ido con ¢3.079.000 (tres millones setenta y nueve mil colones).
Ahora bien, la Ley viene y hace una grada adicional y dice, a la familia doliente no le podemos otorgar el 100% de lo que le correspondería a él, sino que lo máximo que le podemos otorgar son 80%, equivalente a ¢2.600.000 (dos millones seiscientos mil colones), ese es el máximo posible, que bajo ningún concepto se podría entregar a esta familia doliente”.
El integrante presidente Segura Solís, aclara: “Estamos claros”.
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, señala: “Perdón Oslean, yo creo que es ¢3.800.000 (tres millones ochocientos mil colones) lo que le hubiera tocado don Walter, ¢3.079.000 (tres millones setenta y nueve mil colones) lo máximo que se le hubiese podido otorgar a la viuda y ¢2.600.000 (dos millones seiscientos mil colones) lo que indica el dictamen”.
El máster Mora Valdez, expresa: “Perdón, tiene toda la razón, gracias; ahí se me corrieron los números, disculpen.
El tema aquí es que el dictamen socioeconómico, que hace Trabajo Social por la declaración de la señora viuda, establece que ellos tienen egresos por ¢2.613.000 (dos millones seiscientos trece mil colones), ese es el monto total de los egresos considerando: estudio, mantenimiento de vivienda, pagos de impuestos, gastos médicos, alimentación, servicios telefónicos, públicos, etcétera; esa es con base en la declaración que hace ante Trabajo Social.
Lo que sucede y acá tal vez para explicarles y ha sido la cultura o la costumbre es que esos ¢2.600.000 (dos millones seiscientos mil colones) del total de egresos, cuando la viuda trabaja y posee un ingreso propio, se le rebajan a esos ¢2.600.000 (dos millones seiscientos mil colones) de egresos, el monto correspondiente al ingreso neto que tiene la señora viuda, porque es parte del ingreso familiar y entonces, por eso es que se termina recomendando que lo que se sustituya para que la familia no tenga un perjuicio económico, es darle una pensión de ¢2.032.000 (dos millones treinta y dos mil colones) que ya tiene inflado, por así decirlo, todas los deducciones.
Entonces ¢2.032.000 (dos millones treinta y dos mil colones) le rebajamos el 13%, el impuesto sobre la renta, la contribución a la Junta y van quedando aproximadamente ese ¢1.800.000 (un millón ochocientos mil colones) que es el faltante que se determinó con base en lo de Trabajo Social.
Por supuesto, como ya hemos indicado en otras oportunidades, esto es una sugerencia que hace la Administración aplicando estas reglas, ¿verdad?, ustedes, si tienen a la consideración de que no es adecuado de que haya algún elemento que se nos escapó a nosotros o a la gente de Trabajo Social, pueden determinar algún otro nivel que consideren para asignar en particular.
Si ustedes determinan otro porcentaje, no hay problema, no se le estaría otorgando nada en contra de la Ley, salvo que llegue al 80% de lo que le correspondería a don Walter, que ese sí es el tope máximo”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Sí, que el tope del 80%, sería ¢2.613.000 (dos millones seiscientos trece mil colones)”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Correcto, okey, ese es el tope que él podía ostentar, okey”. 
La licenciada Moya Aguilar, aclara: “No, perdón, el tope es ¢3.079.000 (tres millones setenta y nueve mil colones), ese es el 80% máximo que podría recibir la señora Chacón”.
El integrante presidente Segura Solís, consulta: “¿¢3.079.000 (tres millones setenta y nueve mil colones)?”.
La licenciada Moya Aguilar, señala: “Sí señor, ¢3.800.000 (tres millones ochocientos mil colones) es lo que don Walter hubiese recibido en bruto si él hubiera estado vivo y se hubiese jubilado. Entonces, de esos ¢3.800.000 (tres millones ochocientos mil colones), el 80% que es el máximo que puede obtener la cónyuge serían ¢3.079.414 (tres millones setenta y nueve mil cuatrocientos catorce mil colones), según Trabajo Social, se reportan egresos por ¢2.613.000 (dos millones seiscientos trece mil colones)”.
El integrante presidente Segura Solís, indica: “Claro, ahora bien. Insisto nada más que, viendo las circunstancias de la familia, los hijos de 15 años, o sea; a esta mujer le quedan más o menos 10 años, si estos muchachos continúan con el estudio; yo sé que podrá pedir un reajuste posteriormente, etcétera, pero me parece que el 66% es muy bajo, pero bueno”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, dice: “No estoy de acuerdo con el 66%, pero siguiendo con la política que me he implementado, es que nosotros debemos darles mucha observación a las propuestas de don Raúl Hernández González, el actuario, aun así; yo propongo un 70%”.
El integrante Quesada Madrigal, manifiesta: “Estaba viendo el tope máximo, los niveles digamos, estaba buscando los niveles máximos, tres millones y resto es el máximo y se está proponiendo un 66%. Diría que es importante modificar el porcentaje, escucho otras ofertas de montos, pero sí estoy de acuerdo en mejorar el porcentaje”.
El integrante presidente Segura Solís, expresa: “Estamos los cuatro de acuerdo en mejorar el monto, ahora bien; don Arnoldo dice que un 70%. Bueno, aquí hay una discrecionalidad en cuanto a ese monto a otorgar, en virtud de que la ley nos da hasta un margen.
Don Rodrigo perdón, es que no puedo estar leyendo el chat”.
El integrante Arroyo Guzmán dice: “Sí señor tranquilo, no es que lo pongo ahí, porque si no después se desconcentra como dicen.
Bueno, no sé don Juan Carlos, si primero votamos para efectos de la grabación lo del rechazo o, ya daríamos por entendido el rechazo al 66%”. 
El integrante presidente Segura Solís, señala: “Ya los cuatro rechazamos el 66%, entonces ahora estamos en cuanto a ¿cuál es el porcentaje que se le puede otorgar? Don Arnoldo dice que un 70%”.
El integrante Arroyo Guzmán indica: “Okey, bueno, yo lo que coloqué en el chat, es que al leer los insumos y analizar los datos que se aportan, teniendo en cuenta los elementos de las edades de los hijos, que uno debería hacer una línea en el tiempo, haciendo el supuesto de los 25 años y, sin demérito del estudio que nos presenta Trabajo Social y la Dirección de la JUNAFO, estimaría prudente ajustar el porcentaje pasando del 66% al 75%, en razón de la obligación que tienen en el hogar de don Walter, y dejar aquí patente, la admiración siempre a don Walter Espinoza. Eso es lo que plantearía un 75% ajustándolo, conforme a los informes y los datos que nos han facilitado”.
El integrante Quesada Madrigal, indica: “Muy similar a don Rodrigo, vemos el análisis de la información que se suministra, es recomendable como ya se dijo, variar el porcentaje a favor de los beneficiarios por tratarse de familiares y niños que tienen alguna situación especial y a razón de que son 10 años más, que ahí va a cambiar después el monto posiblemente, a no ser que se mantenga la persona que tiene alguna situación especial del núcleo familiar, yo estaría de acuerdo con el 75%”.
El integrante presidente Segura Solís, señala: “También estoy de acuerdo con ustedes dos, creo que un 75% y de acuerdo con lo que externó don Rodrigo en cuanto a las situaciones de los niños, su situación en los próximos años, creo que es justo que se les otorgue ese 75% del 80% que le tocaba.
Entonces quedamos 3 a 1, entonces se le otorga un 75% del 80”.
Se acuerda:	Con base en las manifestaciones plasmadas anteriormente por parte de las personas integrantes de este órgano colegiado, en relación con la solicitud de pensión incoada por la señora Silvia Chacón Soto, en calidad de cónyuge sobreviviente del servidor judicial fallecido Walter Espinoza Espinoza, así como lo indicado en el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0211-JP/DJA-2023 del 5 de mayo de 2023, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, director interino, Bryan Calvo Calderón, jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la JUNAFO, esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se separa de dicha posición y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por mayoría acuerda: 1.) Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Silvia Chacón Soto, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será del 75% del 80% del monto de la jubilación que le hubiese correspondido al señor Walter Espinoza Espinoza, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 3 de noviembre de 2022. 2.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Voto de minoría: El integrante Hernández Solano, vota por otorgar un 70% del monto de la jubilación que recibiría el servidor judicial fallecido Walter Espinoza Espinoza en caso de jubilación.
Se procede con la votación, se aprueba por mayoría, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
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Documento N° 378-2023
La máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-785-2023 recibido el 26 de abril de 2023, remitieron:
“De conformidad con lo aprobado por el Consejo Superior en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, articulo XVI, se remite el estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023003 para la aprobación correspondiente:

Reconocimiento de tiempo servido en otras
instituciones del Estado para efectos de
JUBILACIÓN

	NOMBRE:
	Eduardo Martín Briceño Cruz

	N° CEDULA:
	05-0315-0877

	PUESTO:
	Juez 4

	OFICINA:
	Tribunal de Flagrancia de San José

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	(…) 

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	07/11/2022

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	07/11/2022

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE ANUALES Y JUBILACIÓN: 
	NÚMERO RTFJP:
	2023003

	
	TIEMPO POR RECONOCER:
	8 años y 1 mes

	
	MONTO POR REINTEGRAR:
	₡ 15,387,908.48

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes

	OBSERVACIONES:
	El monto total por reintegrar se calcula a valor presente de conformidad con lo establecido en el Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial, artículos 12 y 13.

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante indica estar de acuerdo con el reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación. Asimismo, indica que de su parte no existe negativa alguna a que, una vez aprobado el estudio, se le rebaje un 10% de su salario bruto mensual conforme el artículo 226 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.



En caso de aprobarse el estudio RTFJP 2023003, el tiempo total a reconocer es de 8 años y 1 mes, tiempo por el cual la persona solicitante deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ₡15,387,908.48 (quince millones trescientos ochenta y siete mil novecientos ocho colones con 48/100).

Cabe indicar que, mediante correo electrónico de fecha 16 de enero de 2023, esta dirección solicitó al Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes una aclaración con respecto a las cotizaciones que constan en el Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, dado que en la certificación emitida por dicho ministerio, se indica que el tiempo laborado del señor Briceño Cruz fue del 01 de febrero de 2001 al 30 de marzo de 2009; sin embargo, los aportes correspondientes a los periodos de marzo 2001 a noviembre 2002 y de enero 2003 a abril 2004 se encuentran registrados bajo el patrono Ministerio de Educación Pública, motivo por el cual se consulta sobre los aportes que aparecen asignados a otro ministerio.

En respuesta a lo anterior, mediante correo electrónico de fecha 23 de enero de 2023, de parte del Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, nos comunican lo siguiente:

“(…) Por lo anterior se les informa que a finales de los años 90 y principio de los 2000, por un tiempo los números patronales de CCSS relacionados a este Ministerio fueron asignados erróneamente al Ministerio de Educación Pública”.

Por consiguiente, para efectos del estudio en cuestión, se consideraron también las aportaciones asignadas al Ministerio de Educación Pública.

(...)
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por recibido el informe N° PJ-DGH-SAS-785-2023 recibido el 26 de abril de 2023, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Maureen Siles Mata, por su orden directora interina, subdirectora interina y jefa de Administración Salarial, todas de la Dirección de Gestión Humana, referente al estudio de reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado para efectos de jubilación N° RTFJP: 2023003, gestionado por el señor Eduardo Martín Briceño Cruz. 2.) Reconocer para efectos de jubilación, al señor Briceño Cruz el tiempo servido de 8 años y 1 mes laborados en el Ministerio de Cultura, Juventud y Deportes, para lo cual deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones el monto de ₡15.387.908,48 (quince millones trescientos ochenta y siete mil novecientos ocho colones con cuarenta y ocho céntimos), con la advertencia de que el reconocimiento se materializará hasta la cancelación total del monto adeudado, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarlo en la cuenta corriente del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, CC-CR45015201229000003291 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO; la cual tomará para que solicite en favor del Fondo mencionado, el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana. 3.) La Dirección de la JUNAFO y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc134205607]ARTÍCULO VIII
Documento N° 376-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0112-SAF/DJA-2023 del 26 de abril de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0372-2023 de fecha 14 de marzo del 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del señor Gerardo González Álvarez tal y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio GP-DAP-0372-2023 del 14 de marzo del 2023, remitido a esta Dirección.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación N° 3413-2022 de Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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II. Resumen del monto a trasladar:

[image: ]

Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0112-SAF/DJA-2023 del 26 de abril de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Gerardo González Álvarez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢330.351,35 (trescientos treinta mil trescientos cincuenta y un colones con treinta y cinco céntimos), y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢128.991,41 (cinto veintiocho mil novecientos noventa y un colones con cuarenta y un céntimos).
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc134205609]ARTÍCULO IX
Documento N° 377-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0113-SAF/DJA-2023 del 26 de abril de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0372-2023 de fecha 14 de marzo del 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, del señor Santiago Araya Marín tal y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio GP-DAP-0372-2023 del 14 de marzo del 2023, remitido a esta Dirección.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, este Macroproceso realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación N°. 2471-2022, emitida por la Subdirección de la Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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II. Resumen del monto a trasladar:
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0113-SAF/DJA-2023 del 26 de abril de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor Santiago Araya Marín, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢11.047.214,06 (once millones cuarenta y siete mil doscientos catorce colones con seis céntimos), y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢278.538,23 (doscientos setenta y ocho mil quinientos treinta y ocho colones con veintitrés céntimos).
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc134205612]ARTÍCULO X
Documento N° 387-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0114-SAF/DJA-2023 del 28 de abril de 2023, remitieron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), con oficio N.º GP-DAP-0372-2023 de fecha 14 de marzo del 2023, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones Judiciales, de la señora Yamileth Pérez Sánchez tal y como se detalla a continuación:
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Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución, según oficio GP-DAP-0372-2023 del 14 de marzo del 2023, remitido a esta Dirección.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte; así como el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 9544, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificación N.° 1067-2022, emitida por la Subdirección de la Contabilidad Nacional del Ministerio de Hacienda.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvieron los siguientes resultados:

III. Tabla resumen de la liquidación actuarial:
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IV. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

Anexo:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

(…)”

- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, director interino, y la licenciada Yesenia Flores Chacón, jefa interina del Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 0114-SAF/DJA-2023 del 28 de abril de 2023, esta Junta dispone: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor de la señora Yamileth Pérez Sánchez, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢2.601.578,25 (dos millones seiscientos un mil quinientos setenta y ocho colones con veinticinco céntimos), y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente, así como para el reintegro del ROP, por ¢252.631,69 (doscientos cincuenta y dos mil seiscientos treinta y un mil colones con sesenta y nueve céntimos).
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XI
Documento N° 417-2023
La licenciada Sarita González Quirós, Órgano Director del Procedimiento del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante oficio N° 003-ACA/DJ-2023 del 28 de abril de 2023, comunicó:
“Esta Dirección Jurídica tramita el expediente de cobro administrativo por sumas giradas de más por jubilación al señor Jorge Arturo Benavides Chacón, cédula 04-0123-0841, por el período del 03 al 16 de octubre de 2016 y aguinaldo proporcional por un monto de ciento setenta y siete mil veintiséis colones con treinta y ocho céntimos (¢177.026,38). El presente informe es la recomendación de esta Dirección para dar por terminado el presente en la vía de cobro administrativo.

1.- Antecedentes:

1.1.- Por oficio N° 1737-TE-2016 de 31 de octubre de 2016, suscrito por la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa Subproceso de Egresos, el MBA. Miguel Ovares Chavarría, Jefe a.i. Proceso de Tesorería y el MBA. Carlos Hidalgo Vargas, Jefe a.i. Macroproceso Financiero Contable, se comunica a esta Dirección que el ex servidor jubilado Jorge Arturo Benavides Chacón, cédula 04-0123-0841: "(...) mantiene con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por sumas giradas de más; en razón que fue nombrado como Juez 3 por un periodo (sic) de 12 días en el Juzgado Agrario del II Circuito Judicial de la Zona Sur, que comprende del 03 de octubre al 14 de octubre de 2016. Al respecto se indica que, se generan sumas giradas en demasía por el período del 03 al 14 de octubre de 2016, por cuanto al momento de recibir esta oficina la comunicación de dicho nombramiento, ya se encontraba generada la planilla de pago correspondiente a la primera quincena de octubre 2016, la cual fue depositada el día 14 de octubre de 2016 (...)" (la cursiva es nuestra), por un monto de ciento treinta y ocho mil cuarenta y dos colones con veintitrés céntimos (¢138.042,23).-

1.2.- Mediante oficio 1662-TE-2016 de 18 de octubre de 2016, el Departamento Financiero Contable, comunica al señor Benavides Chacón la existencia de la deuda referida de ciento treinta y ocho mil cuarenta y dos colones con veintitrés céntimos (¢138.042,23), por concepto de sumas giradas en demasía del 3 al 14 de octubre de 2016, por cuanto estuvo nombrado como Juez 3 en esas fechas, siendo que cuando se comunica dicho nombramiento, ya se encontraba generada la planilla de pago correspondiente a la primera quincena de octubre 2016, depositada el 14 de octubre de 2016.-

1.3.- En correo electrónico del 28 de octubre de 2016, dirigido al Departamento Financiero Contable, el señor Benavides Chacón, presenta una propuesta de arreglo de pago, que consiste en depositar la suma adeudada de ciento treinta y ocho mil cuarenta y dos colones con veintitrés céntimos (¢138.042,23) en tres tractos, en los meses de diciembre 2016, enero y febrero 2017.- 

1.4.- Por resolución "ARREGLO DE PAGO No. 892-ACA/DJ-16" de las trece horas del ocho de noviembre de dos mil dieciséis se acepta el arreglo de pago propuesto por el señor Jorge Arturo Benavides Chacón.

1.5.-Con vista en el oficio N° 1910-TE-2016 de 1 de diciembre de 2016, el Departamento Financiero Contable informa que: "(...)1. Que en los cálculos de las sumas giradas de más no se incluye lo correspondiente al monto de aguinaldo, sino que se muestra como un ajuste por efectuar al aguinaldo del período. 2. Que en virtud que la comunicación del arreglo de pago propuesto por el señor Jorge Benavides Chacón, a la fecha no cuenta con resolución en firme por parte del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica para el reconocimiento de la deuda, el monto proporcional por concepto de aguinaldo 2015-2016, será girado al beneficiario Benavides Chacón el próximo viernes 02 de diciembre de 2016. 3. Que el monto por concepto de aguinaldo 2015-2016, deberá adicionarse a la deuda que fue comunicada en su oportunidad, dado que no se contempló en el monto total de la cuenta por cobrar. (...)"

1.6.- De conformidad con lo anterior, se hace del conocimiento del señor Jorge Benavides Chacón que la suma reportada como deuda se modifica de ciento treinta y ocho mil cuarenta y dos colones con veintitrés céntimos (¢138.042,23) a ciento cincuenta y un mil setecientos treinta y seis colones con noventa céntimos (¢151.736,90). Asimismo, en virtud que hay un arreglo de pago por el monto inicial, se hace la siguiente propuesta al señor Benavides Chacón: ejecutar el arreglo de pago en los términos acordados, es decir dos depósitos de cuarenta y seis mil catorce colones con ocho céntimos (¢46.014,08) cada uno y uno de cuarenta y seis mil catorce colones con siete céntimos (¢46.014,07), los dos primeros en los meses de enero y febrero 2017, el tercero en el mes de marzo de 2017 y que la nueva suma reportada como deuda de trece mil seiscientos noventa y cuatro colones con sesenta y siete céntimos (¢13.694,67) sea cancelada en el mes de abril de 2017.

1.7.- Según oficio 212-TE-2017 del 20 de febrero de 2017 se determinó un ajuste en el adeudo siendo que de 15 y 16 de octubre de 2016 se canceló tanto desde Financiero Contable y la Dirección de Gestión Humana, ascendiendo a un total de ciento setenta y siete mil veintiséis colones con treinta y ocho céntimos (¢177.026,38), situación que se notifica al encausado al medio aportado.

1.8.- Mediante resolución de las nueve horas diecisiete minutos del veinte de marzo de dos mil diecisiete, se acepta el arreglo de pago propuesto por el señor Jorge Arturo Benavides Chacón, de manera que debería depositar la suma de cuarenta y cuatro mil doscientos cincuenta y siete colones exactos (¢44.257,00) los días 30 de abril, 30 de mayo y 30 de junio todos de 2017 y la suma de cuarenta y cuatro mil doscientos cincuenta y cinco colones con treinta y ocho céntimos (¢44.255,38) el 30 de julio de 2017, hasta la cancelación de la deuda de ciento setenta y siete mil veintiséis colones con treinta y ocho céntimos (¢177.026,38), resolución notificada en el correo electrónico que consta en las diligencias, sin que se obtuviera respuesta o se registren pagos. 

1.9.- Por revisión del impago se dictó la resolución "PRIMERA PREVENCIÓN DE PAGO", de las quince horas cincuenta y ocho minutos del veinticinco de agosto de dos mil dieciocho, misma que se le notificó en el correo electrónico que consta en las diligencias, sin embargo, no consta pago alguno.- 

1.9.- Que por resolución de las catorce horas y treinta y uno minutos del treinta de agosto del dos mil diecinueve se convocó a comparecencia oral y privada para las trece horas treinta minutos del dieciocho de octubre de dos mil diecinueve, debidamente notificada al medio señalado mediante acta de las quince horas del nueve de setiembre de dos mil diecinueve, no presentándose el jubilado judicial.

[bookmark: _Hlk127435128]1.10.- Según consta en el expediente la deuda del señor Jorge Arturo Benavides Chacón, cédula 04-0123-0841, no registra ningún depósito para la cancelación de la suma de ciento setenta y siete mil veintiséis colones con treinta y ocho céntimos (¢177.026,38); por lo que dadas todas las oportunidades procesales para el pago sin haberse realizado este, lo procedente sería judicializar la vía del cobro. 

2.- Consideraciones de fondo sobre el archivo por monto exiguo

Haciéndose un análisis del monto de la deuda y teniéndose en cuenta que se ha gestionado para el correspondiente pago al deudor y se ha instado el pago en varias ocasiones, incluyendo la posibilidad del deudor de asistir a una comparecencia oral y privada a la que no asistió, no habiendo respuesta de este último y viendo que para efectos de la Administración resulta mucho más oneroso seguir con las instancias de cobro, se hace la recomendación por parte de esta Dirección de archivar la deuda por monto exiguo según las consideraciones de la directriz del Ministerio de Hacienda sobre incobrabilidad número DGH-D-004-2018 denominada LINEAMIENTOS PARA LA GESTIÓN DE ADEUDOS INCOBRABLES EN EL DEPARTAMENTO DE COBRO JUDICIAL DE LA DIVISIÓN DE ADEUDOS ESTATALES publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 17 del 24 de enero del 2019 y vigente a partir del 01 de marzo del 2019, teniéndose en cuenta lo siguiente:

[bookmark: _Hlk127433549]2.1. Mediante oficio N° 362-DJ/ACA-2020 del 29 de enero de 2020, suscrito por la M.Sc. Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica a.i., se solicitó al Consejo Superior del Poder Judicial se valorara la posibilidad de la no ejecución de cobros en sede jurisdiccional, por corresponder a montos exiguos, cuya continuación haría más oneroso el trámite que la suma que se logre recuperar, lo anterior en atención a principios de conveniencia, economía procesal, eficiencia y razonabilidad. Al respecto, en dicho oficio se hace referencia en primer lugar, al oficio suscrito por la Licda. Clara Villegas Ramírez, Procuradora Adjunta, N° ADPb-DEVCOB-43-2019 de 26 de setiembre de 2019, en el cual devuelve un expediente, en atención a la resolución emanada del Ministerio de Hacienda No. RES-DGH-085-2018 de las 14:40 horas del 23 de noviembre de 2018 publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 29 del 11 de febrero del presente año, sobre la sobre exigüidad de montos a cobrar, en la que la Dirección General de Hacienda, fijó el monto exiguo para cobro en vía judicial en el equivalente al monto que establezca el Consejo Superior del Poder Judicial, en el salario base del Oficinista 1, que aparece en la relación de puestos de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en noviembre de cada año, y que asciende en este momento a ¢462.200,00 (salario base que se utilizará durante el año 2022 para calcular el monto de las multas, según acordó el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión del pasado 9 de diciembre de 2021. El monto es igual al que rigió durante el año 2021 y tendrá vigencia del 1.° de enero al 31 de diciembre del 2022). En el mismo oficio la Licda. Villegas Ramírez, señala la existencia de la directriz sobre incobrabilidad número DGH-D-004-2018 denominada LINEAMIENTOS PARA LA GESTIÓN DE ADEUDOS INCOBRABLES EN EL DEPARTAMENTO DE COBRO JUDICIAL DE LA DIVISIÓN DE ADEUDOS ESTATALES publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 17 del 24 de enero del 2019 y vigente a partir del 01 de marzo del 2019, en la cual se fijan parámetros para tener por incobrable una deuda en sede administrativa. De manera que con base en la resolución y directriz citadas y con la aprobación del Doctor Juan Luis Montoya Segura, Procurador Director del Área de Derecho Público, devolvieron un expediente administrativo a la Dirección Jurídica, por constituir el monto a recuperar una suma exigua que resultaría en una eventual acción cobratoria contraria a los principios de la eficacia, eficiencia y uso racional de los recursos públicos. Por lo que, al valorarse las argumentaciones realizadas por el representante estatal se solicitó al Consejo Superior del Poder Judicial, acoger la solicitud de la Procuraduría General de la República, resultado que el órgano superior en sesión celebrada el 26 de noviembre de 2019, artículo XXVI, dispuso: "Por razones de oportunidad, conveniencia, así como, por no resultar rentable para el interés público, en aplicación del buen uso a los recursos institucionales, Se acordó: Acoger la solicitud de la Procuraduría General de la República, remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N"107-DE/CA-2019//(…), el 11 de noviembre de 2019, en consecuencia: Autorizar al Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, para que utilice el criterio "costo-beneficio", en el proceso interpuesto contra el exservidor Olger Alberto León Barboza, al tornarse en incobrable. La Direcciones Ejecutiva y Jurídica tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme." 

2.2. En segundo término, en el oficio citado N° 362-DJ/ACA-2020, se somete a conocimiento del Consejo Superior el criterio jurídico vertido en oficio 502-DJ/CAD-2019 del 31 de octubre de 2019, por el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica, indicando que dicho Consejo en sesión No. 100-19 celebrada el 14 de noviembre del 2019, artículo XXVI, otorga el aval al Área de Contratación Administrativa, para la aplicación del criterio vertido en la Directriz DGH-D-004-2018 emitida por la Procuraduría General de la República, citada supra, para que en casos que se encuentren en trámite en esta Dirección y que sean inferiores al tope fijado por el ente Procurador para gestionar cobros en vía judicial, que en ese momento era de ¢446.200.00, (segundo semestre del 2019, salario base oficinista 1), se estimaran como incobrables y se procediera a su archivo. Acuerdo que literalmente dice: "(...)Acoger el criterio jurídico remitido mediante oficio número 502-DJ/CAD-2019, del 31 de octubre de 2019, suscrito por la Dirección Jurídica, así como, lo dispuesto por este Consejo Superior, en sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio del 2017, artículo XXIX, en la que se fijaba como tope por costo beneficio para recuperar sumas adeudadas por ex-servidores judiciales o el resarcimiento de daños producidos por particulares a los activos del Poder Judicial, la suma de ¢174.000.00 (ciento setenta y cuatro mil colones exactos); y con base en ellos: 1.) Autorizar el archivo de los procedimientos de cobro de (sic) en la Licitación Abreviada N°2017LA-000129-PROV por la suma de ¢201.103 (doscientos un mil ciento tres colones exactos); la Licitación Abreviada N° 2015LA-000011-PROV por ¢400.000 (cuatrocientos mil colones) de la Contratación Directa N° 2014CD-000499-PROV por ¢248.881.85 (doscientos cuarenta y ocho mil ochocientos ochenta y un colones con ochenta y cinco céntimos).2). Indicarle a la Dirección Jurídica que a futuro, deberá aplicar el criterio vertido en la Directriz DGH-D-004-2018 emitida por la Procuraduría General de la República (...)" (la cursiva y el resaltado es nuestro). De manera que tomando en cuenta los antecedentes referidos y siendo que en el Área de Cobro Administrativo, hay o pueden llegar a haber casos similares a las diligencias que fueron devueltas y no se ajustan a los presupuestos de aplicación del criterio costo-beneficio, cuya base actual asciende a los ciento ochenta y cuatro mil colones exactos (¢184.000.00), por ser montos mayores a esa suma, se realizó al Consejo Superior, la solicitud referida, que literalmente dice: "(…) valorar la posibilidad de aplicar la directriz No. DGH-D-004-2018 "Lineamientos para la gestión de adeudos incobrables en el Departamento de Cobro Judicial de la División de Adeudos Estatales" y la resolución del Ministerio de Hacienda, No. RES-DGH-085-2018, en las cuales se fija el monto exiguo para el cobro judicial de adeudos, el que equivale al monto que establezca el Consejo Superior del Poder Judicial del salario base de un oficinista 1, que aparece en la relación de puestos de la Ley de Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en noviembre de cada año y que regirá en todo el año siguiente, que asciende a la suma de cuatrocientos cincuenta mil doscientos colones exactos (¢450.200.00). Es bajo esta directriz y resolución que la Procuraduría General de la República fundamenta la no ejecución de estos cobros en sede jurisdiccional. Por tal razón se somete a consideración de ese Consejo Superior que tal fundamento prive como criterio y que aunado a la conveniencia, economía procesal, eficiencia y razonabilidad, se proceda al archivo de casos en iguales circunstancias a los descritos, previo igualmente de la realización en esta vía de al menos dos gestiones de cobro para la recuperación en sede administrativa." 

2.3. Al respecto, el Consejo Superior en sesión N°11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo XXIV, realizó las siguientes consideraciones, sobre la solicitud efectuada por la Dirección Jurídica: "(…) En sesión N° 7-14 celebrada el 28 de enero de 2014, artículo LXVI, se acogió la recomendación de la Dirección Ejecutiva y se aumentó a ¢166.000,00 (ciento sesenta y seis mil colones exactos) el monto para el archivo de aquellos expedientes, por concepto de cobro administrativo de sumas giradas de más y de daño o pérdida de patrimonio judicial, tramitadas por la Sección de Trámite de Cobro Administrativo de la Dirección Ejecutiva. Luego, en sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio del 2017, artículo XXIX, en lo que interesa, se modificó el monto de ¢166.000.00 (ciento sesenta y seis mil colones exactos), aprobado por el Consejo en sesión N° 7-14 de 28 de enero de 2014, artículo LXVI y aumentarlo a ¢174.000.00 (ciento setenta y cuatro mil colones exactos) para que este sea el que rija en cada caso concreto y luego de realizar al menos dos gestiones de cobro para recuperar sumas adeudadas por ex-servidores judiciales o el resarcimiento de daños producidos por particulares a los activos del Poder Judicial, por montos que no superen esa cifra, se valore la razón costo/beneficio del trámite de cobro y disponga, si procediere, la incobrabilidad de la suma de que se trate y el archivo de las diligencias. Posteriormente, en sesión N° 100-19 celebrada el 14 de noviembre del 2019, artículo XXVI, se acogió el criterio jurídico remitido mediante oficio número 502-DJ/CAD-2019, del 31 de octubre de 2019, suscrito por la Dirección Jurídica, así como, lo dispuesto por este Consejo Superior, en sesión N° 54-17 celebrada el 02 de junio del 2017, artículo XXIX, en la que se fijada como tope por costo beneficio para recuperar sumas adeudadas por ex-servidores judiciales o el resarcimiento de daños producidos por particulares a los activos del Poder Judicial, la suma de ¢174.000.00 (ciento setenta y cuatro mil colones exactos); y con base en ellos. Por lo que se indicó a la Dirección Jurídica que, a futuro, deberá aplicar el criterio vertido en la Directriz DGH-D-004-2018 emitida por la Procuraduría General de la República. Finalmente, en sesión N° 103-19 celebrada el 26 de noviembre del 2019, artículo XXVI, por las razones de oportunidad, conveniencia, así como, por no resultar rentable para el interés público, en aplicación del buen uso a los recursos institucionales, se acogió la solicitud de la Procuraduría General de la República, remitida por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 107-DE/CA-2019//(…), el 11 noviembre de 2019, por lo que se autorizó al Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, para que utilice el criterio "costo-beneficio", en el proceso interpuesto contra el exservidor (…), al tornarse en incobrable. (…) Señala la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "En mi criterio es un proceso razonable, donde se hace un esfuerzo institucional para la recuperación de los recursos públicos, pero por un monto inferior a lo indicado se prescinde de ir a la sede jurisdiccional, aplicando este criterio de la del Ministerio de Hacienda respecto a la suma exigua". Manifiesta la Vicepresidenta, magistrada Solano: "Es más caro hacer el procedimiento que la suma a recuperar, es por el desgaste institucional en recuperar estas sumas por ser asuntos de mínimo valor. Expresa la máster Romero Jenkins: "Si están de acuerdo acogen la propuesta expuesta de la Dirección Jurídica. Dice la Vicepresidenta, magistrada Solano: "En los término señalados se acoge la propuesta"; acordándose "(…) Con el fin de atender la aplicación de la directriz No. DGH-D-004-2018 "Lineamientos para la gestión de adeudos incobrables en el Departamento de Cobro Judicial de la División de Adeudos Estatales" y la resolución del Ministerio de Hacienda, No. RES-DGH-085-2018, en las cuales se fijó el monto exiguo para el cobro judicial de adeudos, el que equivale al monto que establezca este Consejo Superior del salario base de un oficinista 1, se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 362-DJ/ACA-2020 del 29 de enero de 2020 suscrito por la máster interina. 2.) Acoger en todos sus extremos la directriz supra, en consecuencia, procederá la Dirección Jurídica al archivo de casos en iguales circunstancias a las descritas, lo anterior por motivos de conveniencia, economía procesal, eficiencia y razonabilidad, previo igualmente de la realización en esta vía de al menos dos gestiones de cobro para la recuperación en sede administrativa. La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda (…)" 

3.- Sobre la aplicación en el caso concreto

Ahora bien, propiamente en el expediente que nos ocupa, tal y como se indicó, se realizaron todas las diligencias propias del procedimiento, dirigidas a la recuperación de la suma adeudada por el jubilado judicial, a quien se le concedió la comunicación del adeudo al Fondo de Jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, se dictó un arreglo de pago y un ajuste del arreglo de pago, y se dictaron las prevenciones de pago y un señalamiento a comparecencia oral y privada, no fue posible obtener una respuesta positiva del deudor. En atención a lo anterior, analizadas las diligencias, considerando que se encuentran dentro de los parámetros establecidos para no gestionar el cobro en la vía judicial, por cuanto se realizaron cuatro gestiones de cobro y el monto a cobrar asciende a ciento setenta y siete mil veintiséis colones con treinta y ocho céntimos (¢177.026,38), por tanto menor al monto establecido de cuatrocientos sesenta y dos mil doscientos colones exactos (¢462.200.00) (base salarial del puesto de Auxiliar Administrativo del Poder Judicial; según el índice salarial vigente), para proceder con el trámite de cobro en la vía judicial, por lo que continuar con el trámite del procedimiento remitiendo las diligencias a la Procuraduría General de la República, tornaría las diligencias más onerosas que el monto que eventualmente se llegue a recuperar, ya que implica continuar con un trámite que remitido al representante estatal no prosperaría, puesto que en aplicación de la resolución del Ministerio de Hacienda "No. RES-DGH-085-2018 de las 14:40 horas del 23 de noviembre de 2018 publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 29 del 11 de febrero del presente año" y de la directriz sobre incobrabilidad número DGH-D-004-2018 denominada "LINEAMIENTOS PARA LA GESTIÓN DE ADEUDOS INCOBRABLES EN EL DEPARTAMENTO DE COBRO JUDICIAL DE LA DIVISIÓN DE ADEUDOS ESTATALES publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 17 del 24 de enero del 2019 y vigente a partir del 01 de marzo del 2019", la Procuraduría General la República, valoraría la conveniencia de no presentar en la vía judicial una eventual acción cobratoria, pues va a resultar contraria a los principios por ellos indicados de eficacia, eficiencia y uso racional de los recursos públicos. De manera que y conforme lo acordado, sobre la valoración del monto exiguo para cobro en la vía judicial por el Consejo Superior en sesión N° 11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo XXIV, se ordena el archivo definitivo de las presentes diligencias. -

4.- Conclusión: 

De conformidad con lo expuesto, en atención a que continuar con el trámite elevaría los costos, sobrepasando estos costos operativos el monto a ser recuperado, sin que exista certeza de llegar a recuperar el monto adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y en aplicación de los principios de economía procesal, eficiencia y razonabilidad, esta representación pone a disposición y consideración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la terminación del procedimiento mediante el archivo por monto exiguo, de acuerdo con la directriz sobre incobrabilidad número DGH-D-004-2018 denominada "LINEAMIENTOS PARA LA GESTIÓN DE ADEUDOS INCOBRABLES EN EL DEPARTAMENTO DE COBRO JUDICIAL DE LA DIVISIÓN DE ADEUDOS ESTATALES publicada en el Diario Oficial La Gaceta No. 17 del 24 de enero del 2019 que en su momento fue aprobada para este tipo de casos por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 11-2020 celebrada el 11 de febrero de 2020, artículo XXIV. Asimismo, esta Dirección hace atenta gestión a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para que se indique si como Órgano decisor brinde la posibilidad de que casos en los que exista una serie de gestiones de cobro y se ajusten a la directriz sobre incobrabilidad número DGH-D-004-2018, puedan luego del estudio sobre la viabilidad de determinar la incobrabilidad de la deuda, ser remitidos por esta Dirección a esa instancia bajo la recomendación de archivo en ese mismo sentido.”

- 0 -
Manifestaciones:
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, indica: “La propuesta es archivar el procedimiento, por varias razones que ahí se indica, una es que no hay manera alguna de saldar esa deuda por parte del señor Benavides Chacón y, por lo tanto, pasarlo como a cuentas por no cobrar.
Sería entonces acoger el informe de la Dirección Jurídica, en cuanto a la recomendación efectuada, y se archiva el proceso de cobro seguido contra el señor Arturo Benavides Chacón bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “De la mano de este tema, una de las circunstancias que está, es el costo que tiene, porque recuperar una suma que es inferior al costo operativo que se tiene para hacer todas las gestiones, es un poco irracional hacerlo.
Quisiera más bien amparado a esto, que los compañeros de la Dirección de la JUNAFO, hicieran algo parecido en una propuesta que nos trajeran a la Junta, para aquellos procedimientos de la JUNAFO, en recuperación de dineros que ellos estimen, algo parecido a lo que hace la Dirección Jurídica del Poder Judicial, cuando sea una suma inferior a tal, para luego verlo aquí en Junta y tomar un acuerdo similar, en la misma línea para que siga operando.
Creo que sería sano como complemento de esto, tal vez que don Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, lo vea con la subdirectora y los asesores jurídicos de la JUNAFO, para traer aquí en cuales procesos y procedimientos en razón de un costo inferior al costo operativo realmente, podríamos nosotros hacer lo mismo que hace la Dirección Jurídica del Poder Judicial, que ya es una política como desde el 2015, que cuando es algo más alto el costo operativo que lo que se recupera, es mejor desestimarlo. Quisiera dejarlo como una sugerencia para que los compañeros de la JUNAFO lo valoren.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Acoger el informe N° 003-ACA/DJ-2023 del 28 de abril de 2023, suscrito por la licenciada Sarita González Quirós, Órgano Director del Procedimiento del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en consecuencia, autorizar el archivo del proceso de cobro seguido contra el señor Jorge Arturo Benavides Chacón bajo el expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), de conformidad con lo expuesto, y en aplicación de los principios de economía procesal, eficiencia y razonabilidad, en cuanto a que, continuar con el trámite elevaría los costos, sobrepasando estos costos operativos, al monto a ser recuperado, sin que exista certeza de llegar a recuperar el monto adeudado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para que, en conjunto con la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, remitan una propuesta a este cuerpo colegiado, sobre los procedimientos para los casos de recuperación de dineros, cuando el costo adeudado sea inferior al costo operativo.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XII
Documento N° 429-2023
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, mediante oficio N° 0160-DJA-2023 del 5 de mayo de 2023, comunicó:
“Por medio del presente oficio, me permito hacer de su conocimiento y para aprobación, si a bien lo estima, ese cuerpo colegiado que usted representa, los lineamientos internos para el trámite de contrataciones públicas a cargo del programa N.° “951-Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones”.

Referente al trámite de contrataciones, conviene destacar lo siguiente:

1.  La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 22-2021 celebrada el 24 de mayo de 2021 acordó:

“Se acuerda por unanimidad: […] 3.) Delegar al MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, la aprobación de los trámites relacionados con contrataciones administrativas, debido a esto, se remite el presente acuerdo a la Dirección Jurídica, a la Dirección Ejecutiva y al Departamento de Proveeduría para lo correspondiente. 

[…]”

2. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio de 2021 acordó:

“Se acordó de forma unánime: […] 5) Se reitera que el poder generalísimo concedido al MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i. de la JUNAFO por parte de este órgano colegiado en sesión N° 18-2021, art. X del 26 de abril de 2021, lo habilita para la suscripción de resoluciones de inicio de procedimientos, oficios, aprobación de legalidad de contratos y adendas, así como cualquier otro trámite que competa a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en materia de contratación administrativa

[…]”

3. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 11-2022 celebrada el 07 de marzo de 2022 acordó:

“Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: […] 3.) Brindar, al máster Oslean Mora Valdez, y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, las potestades, derechos y obligaciones que la normativa aplicable establece para los roles de Alta Gerencia de un régimen supervisado, en el desempeño de los roles de Director y Subdirectora, respectivamente, de la Dirección de la JUNAFO, hasta que se nombren en la forma que correspondan esas plazas, toda vez que, a la fecha tienen carácter de interinas.”

4. A partir del periodo 2023, se incluye la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en el Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP), manteniendo este Órgano de Desconcentración Máxima su relación inter orgánica con el Poder Judicial, incorporándose a dicha plataforma por parte de este último.

5. Es en los meses de febrero y marzo del año 2023 que el Departamento de la Proveeduría del Poder Judicial publica los lineamientos internos de contratación pública, de acuerdo con las nuevas disposiciones establecidas en la Ley General de Contratación Pública N.° 9986 (LGCP) y su Reglamento, de reciente publicación.

6. El Departamento de Proveeduría del Poder Judicial solicitó en reunión del 28 de abril de 2023 con el objetivo de que la Dirección de la JUNAFO establezca los lineamientos internos para poder coordinar lo referente a contratación pública, bajo los nuevos preceptos de contratación.

Considerando lo anterior, a continuación, se detallan los lineamientos internos en temas de contratación pública que serán aplicables por la Dirección de la JUNAFO de acuerdo con el siguiente detalle:

1. Las diferentes áreas técnicas de la Dirección de la JUNAFO serán las responsables de confeccionar los documentos que establece el Departamento de Proveeduría del Poder Judicial (Oficio de Decisión Inicial, Estudio de Mercado, Cláusula Penal, Especificaciones Técnicas y los insumos que se requieran para su generación) de acuerdo con la naturaleza de la contratación.

2. [bookmark: _Hlk134171421]Los Oficios de Decisión Inicial siempre deberán estar firmados por la persona que ocupe el cargo de Director (a) de la Dirección de la JUNAFO en calidad de máximo jerarca de la oficina considerando lo que establece la circular N.° 46-2023 del Departamento de Proveeduría. 

3. La Unidad de Apoyo y Control Administrativo (UACA) de esta oficina será la encargada de analizar la información que ingresa a SICOP y coordinar a lo interno de la Dirección de la JUNAFO, del Departamento de Proveeduría y demás instancias lo que corresponda.

4. Los criterios técnicos y valoración de ofertas deberán ser emitidos y firmados por las jefaturas responsables de la contratación en las diferentes áreas técnicas relacionadas.

5. Una vez emitido el informe de recomendación de adjudicación por parte del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, la Dirección de la JUNAFO abordará el tema de la siguiente manera, de acuerdo con el tipo de contratación definido por la cuantía de estas, que para el periodo 2023 sería el siguiente:

[image: 1B29ECBE]

En consideración del cuadro anterior de información, las contrataciones serán abordadas según el siguiente detalle:

Licitación reducida: 

a. El Departamento de Proveeduría del Poder Judicial deberá asignar esta recomendación a la persona que ocupe el cargo de Subdirectora (or) de la Dirección de la JUNAFO por medio de SICOP, la cual deberá de coordinar a lo interno la respuesta en tiempo y forma de este documento.

b. La Dirección de la JUNAFO por medio de oficio dará respuesta al informe de recomendación de adjudicación, el cual deberá de estar firmado al menos por la persona que ocupe el puesto de Director (a) de la Dirección de la JUNAFO en calidad de máximo jerarca de la oficina considerando lo que establece la circular N.° 46-2023 del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial. 

c. La persona que ocupe el cargo de Subdirectora (or) de la Dirección de la JUNAFO deberá de cargar el oficio del punto anterior, así como aceptar o rechazar dicho informe por medio de la plataforma SICOP.

Licitación menor: 

a. El Departamento de Proveeduría del Poder Judicial deberá de asignar esta recomendación a la persona que ocupe el cargo de Director (a) de la Dirección de la JUNAFO por medio de SICOP, la cual deberá de coordinar a lo interno la respuesta en tiempo y forma de este documento.

b. La Dirección de la JUNAFO por medio de oficio dará respuesta al informe de recomendación de adjudicación, el cual deberá de estar firmado al menos por la persona que ocupe el puesto de Director (a) de la Dirección de la JUNAFO.

c. La persona que ocupe el cargo de Director (a) de la Dirección de la JUNAFO deberá de cargar el oficio del punto anterior, así como aceptar o rechazar dicho informe por medio de la plataforma SICOP.

Licitación mayor: 

a. El Departamento de Proveeduría del Poder Judicial deberá de asignar esta recomendación a la persona que ocupe el cargo de Subdirectora (or) de la Dirección de la JUNAFO por medio de SICOP, la cual deberá de coordinar con la Secretaría de la JUNAFO para agendar, a la mayor brevedad el informe y que este sea conocido por las personas integrantes de la JUNAFO, quienes acordarán lo que se considere pertinente.

b. Por los tiempos reducidos en temas de contratación administrativa, la Secretaría de la JUNAFO deberá de priorizar y trasladar el acuerdo en firme lo antes posible para poder continuar con el trámite en tiempo.

c. La persona que ocupe el cargo de Subdirectora (or) de la Dirección de la JUNAFO deberá de cargar el oficio con el acuerdo de la JUNAFO del punto anterior, así como aceptar o rechazar dicho informe, de acuerdo con lo dictado por el Órgano Máximo de Dirección.

Es importante destacar que, se está considerando esta separación de autorizaciones con fundamento en los tiempos establecidos en la LGCP para cada tipo de contratación, y las responsabilidades que al efecto señala dicha normativa, así como la separación de funciones bajo los principios de control interno de acuerdo con las posibilidades que la estructura de la Dirección de la JUNAFO actualmente permite.

En espera de que dicha información les sea de utilidad, para que, si a bien lo estima, el cuerpo colegiado que usted preside brinde su autorización para los procedimientos señalados. Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que al respecto sea requerida.

TABLA DE ANEXOS

	NÚMERO
	NOMBRE
	DOCUMENTO

	1
	Circular N.° 46-2023 del Departamento de Proveeduría del Poder Judicial.
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Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, expone: “Con la nueva Ley de Contratación Administrativa, se hacen unas modificaciones en los procesos que estamos acostumbrados, en el procedimiento que les estamos recapitulando, les estamos indicando cuales han sido los acuerdos en el pasado donde la Junta había otorgado prácticamente la totalidad de los procesos, para que fuera mi persona en calidad de director, quien diese el visto bueno.
Sin embargo, ahora el procedimiento establece una serie de vistos buenos en el camino y una serie de aprobaciones que, por principios de control interno no conviene que todos los esté brindando mi persona. Aparte de eso, se establecen ahora topes distintos en cuanto a los montos de contratación, donde básicamente se dividen en 3 categorías. 
Hay un cuadrito en la página 3 del fuera de agenda, donde les estamos indicando procesos, de licitación reducida son menores a 66 millones, licitación menor 264 millones y licitaciones mayores serían superiores a los 264 millones, lo normal sería que estemos entre licitaciones reducidas y licitaciones menores, no visualizamos ahorita ninguna situación que sea licitación mayor a menos de que tomásemos una decisión en los años futuros sobre el tema de construcción o compra de algún edificio o cosa por el estilo.
La mayoría de los gastos en los que se incurre por parte de la administración son montos inferiores a esos límites, acá dada esa situación y dada la necesidad de que las personas de Proveeduría tuviesen claro en un acuerdo de parte de Junta, cuáles son los límites y cuáles serían las personas encargadas. Acá les estamos, entonces, resumiendo, cuáles serían los procedimientos y qué personas se estarían encargando de qué trámite, donde la licitación reducida y la licitación menor quedarían en responsabilidad tanto de la subdirectora como del director y las licitaciones mayores, serían las únicas que se traerían a conocimiento y aprobación por parte de este cuerpo colegiado. 
Aquí, nada más un paréntesis, esto tiene que ver mucho con el plazo que da Proveeduría para la aprobación correspondiente a través del Sistema de Compras Públicas - SICOP, que los plazos para probar serían de 1 a 3 días, dependiendo si es una licitación menor o es una licitación reducida, y las licitaciones mayores, por lo general los plazos de aprobación, son mayores a una semana.
Entonces la alternativa al no utilizarlo de esta forma, sería de que todas las licitaciones, aunque fuesen reducidas, pasasen por aprobación de este cuerpo colegiado y el problema radicaría en que por los plazos que se nos otorga en el SICOP, tendríamos que estar haciendo sesiones extraordinarias, casi que inmediatas, no todo el tiempo, pero cuando haya alguna contratación, entonces podría ser que nos llegue algo un martes en la tarde y como tenemos 24 horas, habría que convocar a una sesión extraordinaria para el miércoles en la mañana.
Eso es lo que tratamos de evitar, proponiéndoles a ustedes esta separación de funciones y como les decía al principio, procurando también un tema de control interno. Esa es básicamente la propuesta que aquí les traemos para su estimable conocimiento, y si a bien lo estiman, su aprobación por supuesto”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “En realidad estuve viendo ese documento fuera de agenda y es interesante, nosotros no podemos coadministrar como Junta Administradora, considero que los parámetros que están poniendo para que sea la administración propiamente que haga esta ejecución presupuestaria, eso es un tema.
El otro tema es que, es importante indicar que ha habido cambios, los cambios que hubo en la Ley de Contratación Administrativa y particularmente en el Reglamento, ha sido totalmente radicales a lo que se venía haciendo, y aprovecho para preguntar a don Oslean, la ejecución presupuestaria del año 2023 ¿por donde va?, ¿qué porcentaje tenemos?, porque ha habido problemas grandes de ejecución presupuestaria por el procedimiento nuevo, que es totalmente engorroso, hay que hacer una carta inicial y hay que hacer un procedimiento, no sé está de locos”.
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, interviene: “Perdón don Parris, con solo que se pueda subsanar cuantas veces quiera el pliego de condiciones, ya ahí estamos “fritos””.
El integrante Quesada Madrigal, prosigue: “Sí, y además que hay otras regulaciones y también hay situaciones que tenemos que saber nosotros y amparar para proteger a nuestros colaboradores, el tema de afectación legal, que implicaciones tendrían al no ejecutar y hacer muchas cosas, es decir, la ley está muy rígida. 
Ustedes saben que estoy ahora en presupuesto, estuve en las sesiones de presupuesto, me correspondió en Consejo Superior, y hablé de la trampa de presupuesto, que es la misma Ley, el mismo Reglamento, está hecho para no ejecutarse, es dificilísimo, está complicadísimo, hay un tema de fragmentación, es decir, que para poder comprar algo, que otras unidades en el Poder Judicial, cualquier sector son iguales, hay que hacerlas en una sola compra, unificar.
Y eso ha generado un trastorno grandísimo, hay situaciones, también circulares que van, circulares que vienen, actualizan circulares, y después la otra circular queda sin efecto, y vieras que complicado, eso es para que también nosotros como directores, sepamos cómo está funcionando todo este procedimiento.
El Departamento de Proveeduría Judicial ha hecho todos los esfuerzos para poder agilizar esto, eso sí, que quede claro, me gusta que quede en esta acta, porque ha hecho los esfuerzos necesarios para que camine, pero ha costado, es decir, no se dio ni siquiera un período de gracia como para poder interpretar bien la Ley y poder hacer un procedimiento más ágil.
Entonces, las personas están corriendo en eso y todos los órganos de gestión presupuestaria en cada uno de los sectores del Poder Judicial, han tenido sus limitaciones y sus atrasos, y entonces me gustaría también saber cómo estamos, que si esto, que estoy diciendo lo ha sentido también la administración o la parte de alta gerencia de JUNAFO, para que quede en esta acta y también ir viendo qué procedimientos o qué puede ir saliendo más fácil, más rápido, con respecto a las compras”.
El máster Mora Valdez, menciona: “Para atender la consulta al comentario tan valioso que nos hace don Parris, efectivamente, y eso creo que es importante que ustedes también lo conozcan, la Proveeduría Judicial emitió las directrices, las circulares, para poder ejecutar el presupuesto prácticamente en la última semana del mes de febrero, e incluso a la semana pasada, sacó una circular respecto a las compras que serían posible ejecutar por medio de fondos especiales o cajas chicas.
Vean que ha sido efectivamente, un retraso proveniente de lo atropellado en la implementación de la Ley de Contratación Pública, eso nos ha retrasado por supuesto, los procedimientos de contratación, eso es una realidad, no voy a ocultar el sol con un dedo, sin embargo, gracias a que hemos venido previniendo estas situaciones ya muchos de los procesos fueron remitidos a la Proveeduría, entonces no se encuentran todavía adjudicados, pero ya están de ese lado, y más bien siento que con bastante agilidad hemos logrado adelantarnos al grueso de las contrataciones del Poder Judicial. En este momento muchas de las nuestras, están siendo analizadas por el Departamento de Proveeduría y uno esperaría, honestamente, que eso nos permita ser más ágiles a la hora de finalmente ejecutarlo.
Por supuesto el mes de junio se estaría haciendo el corte correspondiente y se les estaría informando con números de cuánto ha sido lo efectivamente ejecutado, cuánto estamos visualizando, que es posible y este año deberíamos estar haciendo las liquidaciones de forma anticipada si vemos que vamos a tener excedentes por no ejecución, como les menciono en el mes de junio, ustedes ya deberían de tener certeza de cuál ha sido ese avance porcentual en cuanto a la ejecución de este presupuesto”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, comenta: “Esta Ley cuando se promulgó dio un tiempo, yo diría que demasiado extenso más bien, para que toda la Administración Pública tomara las medidas previsoras cuando empezó a regir, que fue en diciembre del año pasado, y muchas administraciones públicas se lerdearon, incluso “pulsearon”, atrasar la entrada en vigencia de la Ley, que fue en diciembre pasado. Eso en todas las instituciones ha pasado, lo que pasa es que hay algunas que tenían tantos problemas con el SICOP como pasó con el Poder Judicial, pero se van a ir superando.
Tomando en cuenta, ya ahora sí, en lo del artículo, estaría de acuerdo en lo que nos propone la dirección de la JUNAFO, solamente que, para efectos nuestros, lo que no viene es una periodicidad para estarnos informando sobre el avance, e iría de la mano de lo que propone don Parris, sobre los procedimientos que están, cada cuanto, me parece que sí sería bueno cerrar el acuerdo con que la Dirección de la JUNAFO, informará trimestralmente de los avances de contratación a la Junta, por ejemplo. 
Con todo lo demás estoy de acuerdo, nada más que nos informen sobre eso, no es una cuestión de coadministrar, sino que es una cuestión de informar a la Junta que es la que toma decisiones”.
El integrante Quesada Madrigal, agrega: “Aunado a eso, es importante que nos hagan llegar el plan de compras del año 2023 por parte de la JUNAFO, y sí discrepo un poquito de don Rodrigo respecto al tema de la Ley. La Ley sí entró en vigencia con ese tiempo, pero el Reglamento no, el Reglamento entró hace poco, en enero, febrero, y entonces el Reglamento es más grande que la Ley, en cantidad y en aplicabilidad.
Eso generó totalmente una distorsión grandísima, el tema del SICOP lo entiendo, porque el SICOP se utiliza en otras instituciones públicas y nosotros no lo veníamos utilizando, de hecho, paso todo un proceso de homologación de códigos, de lo que tenía el Poder Judicial o lo que es el Departamento de Proveeduría y la homologación con el SICOP, que eso también el año pasado generó unos atrasos y prácticamente ya las homologaciones que se hacían se pasaban a RACSA y se duraban hasta 3 meses para cambiar el número de artículo, ahora eso se agilizó más, pero han habido muchas trabas, para poder entender la aplicación de JUNAFO, porque después va a salir el resultado de la ejecución en un porcentaje muy bajo o no el que se espera dentro de los cortes trimestrales.
A nivel de Poder Judicial, tenemos cortes trimestrales de ejecución de presupuesto, sé que en este va a salir fatal en el primer trimestre, además, seguramente ya en el segundo trimestre que es en junio, ahí va a salir más o menos y esperemos que se pueda ejecutar ya en septiembre, porque se han generado situaciones especiales de aplicación propiamente de la Ley y el Reglamento, entonces de una vez de antemano tener eso. Y me parece interesante tener el plan de compras de JUNAFO, y cuándo se va a proyectar, ejecutar, por lo menos tentativamente, para ver si se cumple el objetivo de las compras.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tener por conocido el oficio N° 0160-DJA-2023 del 5 de mayo de 2023, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, y aprobar los lineamientos internos para el trámite de contrataciones públicas a cargo del programa N° “951-Administración Fondo de Jubilaciones y Pensiones”. 2.) Deberá la Dirección de la JUNAFO remitir a este cuerpo colegiado, el plan de compras del año 2023, así mismo, informar trimestralmente de los avances de contratación de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIII
Documento N° 439-2023
Conoce esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 28-2023 celebrada el 11 de abril del 2023, artículo LXII, que literalmente dice:
“Mediante correo electrónico del 16 de marzo de 2023, la servidora Katherine Sojo Brenes, Coordinadora de Archivo de la Unidad de Gestión Administrativa de la Dirección de Planificación, manifestó lo siguiente;

“Es de mi interés que en Consejo Superior o Corte Plena conozca, emita criterio y aprueben la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT para la instauración del teletrabajo ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo, lo anterior en vista de las complicaciones que vivimos los empleados judiciales que vivimos en Cartago y nos trasladamos todos los días a nuestro lugar de trabajo en San José, además tomando en cuenta que algunas jefaturas esperan la aprobación y aval del Consejo con respecto a esta directriz para conceder teletrabajo a los funcionarios que se trasladan desde Cartago.

Agradezco si se puede tomar en cuenta para analizar la situación fuera de agenda.”
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Posteriormente, en nota del 16 de marzo de 2023, el licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, Presidente de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial (ANPROJUD), comunicó lo siguiente:

“Es gusto saludarlos, como es del conocimiento nacional la ruta que comunica San José y Cartago se encuentra intervenida, aunque es un trabajo para la mejora a futuro en las vías de comunicación, por el momento el transitar entre estas provincias es bastante complicado.

Se han generado diferentes operativos de tránsito para facilitar el paso por las vías intervenidas, aun así, el retraso, consumo de combustible y desgaste personal al entrar y salir de San José, es muy fuerte para las y los compañeros que residen en Cartago o viceversa.

Por lo anterior el ejecutivo tomo la decisión de fomentar el teletrabajo a las personas que se vean afectadas al trasladarse a su lugar de trabajo desde sus viviendas, la medida se autorizó por un plazo de 6 meses inicialmente.

Por lo anterior solicitamos,

1. Acoger la medida tomada por el ejecutivo, por lo anterior, hacer una instancia a las jefaturas, para que las personas que se vean afectadas por los arreglos en la vía san José / Cartago, realicen teletrabajo, aplicando lo establecido en el reglamento y o si es posible y o necesario otorgar 5 días.”
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Seguidamente, mediante oficio N° 0366-23 del 16 de marzo de 2023, el licenciado Álvaro Rodríguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística (ANIC), remitió la siguiente solicitud:

“El suscrito Álvaro Rodriguez Zamora, Secretario General de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística y Afines, ANIC, respetuosamente les escribo para realizar la siguiente solicitud en favor de las personas trabajadoras del Organismo de Investigación Judicial, O.I.J, y demás instancias del Poder Judicial que deben trasladarse a su lugar de trabajo por la autopista Florencio del Castillo y demás vías cercanas.

Tal como lo anunció el presidente de la República, Rodrigo Chaves, la tarde de este miércoles 15 de marzo del año en curso, las personas trabajadoras del sector público que se vean afectadas con el cierre del paso en la Galera y la autopista Florencio del Castillo, tendrán la posibilidad de teletrabajar desde sus hogares.

Según lo indicaron los medios de comunicación, el señor presidente firmó la directriz 015-MP-Mideplán-MTSS-MOPT para evitar la saturación del tránsito en estas vías debido al cierre que se presentará, a su vez, el gobierno instó al sector privado, al Poder Legislativo, Poder Judicial, Tribunal Supremo de Elecciones y demás entidades a acatar la directriz.

Ante estas circunstancias, respetuosamente, les solicitamos considerar la aplicación de dicha directriz emanada por el Gobierno de la República referente a la posibilidad de que, las personas servidoras judiciales que daban trasladarse por esta zona puedan realizar la modalidad de teletrabajo, de esta manera se atenderá el llamado del señor presidente a tomar las medidas necesarias ante este cierre que afecta la salud de las personas y la economía de país, pues en gran medida el cierre congestionaría aún más el ingreso y la salida a la provincia de Cartago.”
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Luego, en nota del 23 de marzo de 2023, la servidora Kattia Vargas Vega, Analista de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, solicitó lo siguiente:

“Quien se suscribe; Kattia Vargas Vega, cédula 108100668, soy Analista Criminal de la Oficina de Planes y Operaciones del Organismo de Investigación Judicial, ingresé a laborar para el Poder Judicial en diciembre del año 1989, la presente es para apelar ante ustedes respetables miembros del Consejo Superior, una solicitud de ampliar la jornada laboral en la modalidad de teletrabajo a 5 días, ya que actualmente me encuentro dos días por semana y el contrato que firmé en el año 2021 así lo estipula. Asimismo, tomando en cuenta la circular número 36-2021, del Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial, artículos 18 y 19. 

Mi solicitud es debido a que resido en Cartago, Cartago, San Francisco, La Pitahaya, y con las obras de construcción de carreteras, tanto en el sector de la Lima de Cartago, así como el inicio de obras en la Galera, ha generado gran congestión vehicular afectando sobre manera, mi traslado ida y vuelta de Cartago hacia San José y viceversa, he hecho un esfuerzo, tratando de procurar el ingreso a laborar a las 07:30 horas y evitar atrasos por tal situación (llegadas tardías), mi persona tomó la previsión de levantarme a las 04:00 horas, algunas veces un poco antes, según mis ocupaciones familiares, ocasionando cansancio y perdida de horas de sueño, afectando esa condición durante las 8 o 12 horas laborales, y por otro lado en horas de la tarde, para el regreso a mi hogar, se tarda hasta dos horas y media para llegar a la casa, lo cual ha producido un desgaste tanto físico como emocional, socavando mi salud ocupacional, familiar, física y mental, dado que se ha minimizado el tiempo para atender situaciones familiares, como es el caso de mi madre Elsa Vega Brenes, de 75 años de edad, quien padece de depresión inducida por el alcohol, quien a pesar de que se asiste y vive sola, por su condición, en ocasiones tiene picos de ansiedad o recae en el alcoholismo hasta por más de tres días, por lo que el en el tiempo que he sido favorecida con el programa de teletrabajo, he podido trasladarla hasta mi casa a fin de que no pase todo el día sola, y cuando eso no sucede, en caso de una emergencia puedo trasladarme con prontitud a su vivienda para asistirla. (Tengo 3 hermanos, de los cuales uno es alcohólico y no cuento con su ayuda por esa condición, una hermana que se hace cargo de mi padre el cual si necesita asistencia permanente, y la otra, se encarga de cuidar sus nietos, por lo que no cuento con ayuda de más familiares para la atención de mi madre), todo esto genera en mi persona altos índices de estrés. 

Por lo anterior, y tomando como referente que el presidente de la República, Rodrigo Chaves Robles, anunció el miércoles pasado la firma de la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS- MOPT para la instauración del teletrabajo durante seis meses ante la afectación vial por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo, es que hago tal solicitud. 

Aunado a ello, la condición de mi madre, por lo que apelo a ustedes para que se tome en cuenta mi situación para el permiso que solicito según el artículo 27 de la circular 36-2021: 

“c.) La persona servidora judicial que tenga la obligación debido al vínculo de dependencia realizar actividades de cuidado y apoyo constante a otras personas integrantes del hogar como; personas menores de 12 años, personas adultas mayores, personas con discapacidad y personas que estén bajo una situación de enfermedad, sin que tenga un apoyo suficiente en otros miembros de su núcleo familiar. O bien, cuando se encuentre en alguna otra circunstancia especial que amerite la flexibilización del horario. Corresponde a la persona servidora judicial presentar ante su superior jerárquico la documentación respectiva que compruebe que tiene a su cargo el cuidado y apoyo constante de las personas indicadas; o bien, que justifique la especialidad de la circunstancia que amerite la flexibilidad del horario.” 

Es importante mencionar que desde el año 2020, me mantengo en teletrabajo, siempre he cumplido mis obligaciones laborales, cuando tengo que asistir a la oficina por reunión, algún trabajo especial o así lo ha requerido mi jefatura siempre lo he hecho, asimismo he cumplido a cabalidad con los diferentes roles de disponibilidad y guardias, instaurados en la oficina para un buen desempeño en funciones o asuntos específicos (Atención de casos de guardia y atención del protocolo para personas no localizadas). En cuanto a mi puesto como Analista Criminal se ha demostrado en todo este tiempo que es completamente teletrabajable, mis calificaciones en la evaluación del desempeño siempre han sido excelentes, la carga de trabajo de la oficina es mucha y el teletrabajo nunca ha sido obstáculo para cumplir con excelencia en mi labor, así como la atención y acompañamiento de mi madre nunca ha sido un obstáculo para ello, pueden consultarle a mi jefatura respecto a mi desempeño, además, mi Jefe inmediato Orlando Corrales Ugalde tiene conocimiento de mi situación actual está de acuerdo con esta solicitud. 

Agradezco la comprensión por mi situación actual que se sale de mis manos y el teletrabajo en todo este tiempo ha representado un beneficio a nivel laboral (incentivo para cumplir con excelencia las tareas encomendadas y resguardando mi salud ocupacional), personal (mejor calidad de vida), familiar (socorrer y acompañar a mi madre) y económico. 

Muchas gracias, por la valoración de mi caso.”
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Finalmente, en oficio N° DJ-500-2023 del 24 de marzo de 2023, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, comunicó lo siguiente:

[bookmark: _gjdgxs]“Esta unidad asesora se permite hacer de conocimiento del Consejo Superior, las publicaciones siguientes:

· [bookmark: _30j0zll]Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT denominada: “Instauración del Teletrabajo ante la afectación por el cierre de la Galera y la autopista Florencio Del Castillo.” La presente Directriz rige por seis meses a partir de su publicación y es publicada en el Alcance N° 50 Gaceta N° 55 del 24 de marzo de dos mil veintitrés.

· Directriz N° 016- PLAN-MTSS mediante la cual se concede a las personas servidoras públicas, a título de vacaciones, los días 3, 4 y 5 de abril de 2023. De manera adicional se invita a los Poderes de la Republica su implementación a los mismos términos. La presente Directriz Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta y es publicada en el Alcance N° 50 Gaceta N° 55 del 24 de marzo de dos mil veintitrés.

· Acuerdo N° 43864 denominado “Reglamento para la aplicación de Convenios Internacionales de Transferencia de Personas Sentenciadas” Rige a partir de su publicación. y es publicada en el Alcance N° 50 Gaceta N° 55 del 24 de marzo de dos mil veintitrés.
Para efectos de conocimiento del órgano administrativo, se adjuntan los documentos en mención.” 
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Con el visto bueno del máster Robert García González, Director General de la Auditoría Judicial, las servidoras Yorleni Garita Méndez, Miledy Román Garro, Yorleni Barrantes Ramírez y los servidores David Víquez Rojas, Oswaldo Vásquez Madrigal y Minor Zúñiga González, todos funcionarios de la Auditoría Judicial, remitieron la siguiente solicitud:

“Como es de su estimable conocimiento desde diciembre de 2020, se iniciaron los trabajos de obra pública para solucionar el congestionamiento vial que por décadas ha sido provocado problemas para trasladarse de Cartago hasta San José y viceversa. La magnitud de dicho proyecto ha creado recurrentes inconvenientes debido a las intervenciones, operativos de tránsito y cierres temporales de esa vía la cual es sumamente transitada; actualmente, es demasiado complicado movilizarse rumbo y de regreso a la capital por cuanto las rutas alternas también han colapsado, generándose caos colectivo por dicha situación. 

Aunado a lo anterior, la opción de trasladarse en tren bajo condiciones normales se ha dificultado, de igual manera dicho servicio se encuentra desbordado debido a la alta concentración de las personas usuarias, inclusive la ampliación reciente de horario y vagones adicionales no ha detenido la alta saturación de ese medio de trasporte. 

De conformidad con lo expuesto, el Poder Ejecutivo mediante la Directriz N°015, publicada en La Gaceta N° 55, Alcance N° 50, con fecha 24 de marzo de 2023, motiva otorgar y ampliar la modalidad de trabajo a distancia o teletrabajo para todas las personas funcionarias que se desplazan a sus centros de trabajo desde la provincia de Cartago y las zonas aledañas, debido la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo. 

El propósito de dicha directriz es promover la calidad de vida de las personas al reducir el desgaste de realizar los viajes bajo las condiciones descritas, disminuir el consumo de combustible y por ende facilitar el paso por las vías intervenidas.

Por lo anterior, las personas funcionarias de la Auditoría Interna abajo firmantes, residentes en la ciudad de Cartago, solicitamos formalmente acoger la medida otorgada por el ejecutivo de ampliar a cinco días la modalidad de teletrabajo vigente, por el plazo de seis meses, dejando claro el compromiso de trasladarse a la oficina u otros despachos evaluados, cuando sea estrictamente requerido.”
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En circular N° 36-2021 del 18 de febrero de 2021, se hizo de conocimiento de todos los funcionarios, funcionarias, servidores y servidoras judiciales del país, el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 7-2021 celebrada el 15 de febrero de 2021, artículo XVIII, sobre el Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial.

Posteriormente, en circular N° 46-2021 del 1 de marzo de 2021, se hizo de conocimiento de todas las personas servidoras y despachos judiciales del país, el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 8-2021 del 28 de enero de 2021, artículo XXXVIII, sobre la adición al Programa de Teletrabajo de los puestos que pueden o no prestar el servicio bajo esa modalidad.

Manifiesta la integrante suplente Alvarez Acosta, lo siguiente: “Sí yo lo estuve valorando y honestamente me parece que la propuesta del acuerdo que viene por parte de la Secretaría General está bien, porque son los jefes de despacho los que tienen que valorar hasta de 1 a 4 días, si les dan teletrabajo o no, no compete a este Consejo Superior.

Ahora el decreto no es vinculante para nosotros ese es mi criterio, porque esto no es de la Comisión y aquí sería solo lo del quinto día, que le corresponde al Consejo Superior, pero en este sentido yo entiendo que no es que el paso está cerrado, sino que sería como un día nada más que ellos tengan que hacer el sacrificio a levantarse un poco más temprano.”

Seguidamente, el integrante suplente, Bonilla Garro, indicó lo siguiente: “El decreto indica que se propicia el teletrabajo y este Poder Judicial, a través del reglamento puede hasta cuatro días, el quinto día ha sido excepcional, es decir, nosotros consideramos que con esta regulación que nosotros tenemos pues damos cabida también a la posibilidad de que las jefaturas valoren conforme al servicio público, que también lo dice el artículo 2 de este decreto, no se afecta el servicio público.

Entonces de alguna manera pues ya el Poder Judicial, pues ha dispuesto esta posibilidad, para no afectar el servicio público y que las personas con las jefaturas valoren si es viable o no, este otorgamiento hasta por cuatro días.”

Luego la vicepresidenta Vargas Vásquez, agregó lo siguiente: “Es más hasta cinco días, nada más lo mandan a la Comisión de Teletrabajo y aquí pueden darse hasta cinco por esa situación, es una valoración que se debe hacer, pero para mí sería como trasladar más bien a las jefaturas, hacerle de conocimiento para que las jefaturas en atención a sus competencias valoren el tema de la potestad que tienen de dar hasta 4 días o eventualmente cinco bajo tales circunstancias. Me explico, me parece bien lo que dice Gary, como plantea en positivo.

Posteriormente la integrante Pizarro Gutiérrez, manifestó: “ El tema es que con la construcción o lo que le están haciendo a esa vía no hay una fecha final, entonces esto nos dicen, bueno denos autorización y cuándo va a ser el tope, porque esto ya sabemos lo que ocurre en las carreteras nacionales, que comienzan pero no tienen un plan de finalización y vemos que hay cualquier cantidad de servidores judiciales de Cartago y que no están haciendo esas solicitudes y yo siempre indico en el caso de mi secretaria es de Cartago y llega puntual, en el caso del chofer del Consejo, es de Cartago y es puntual.

Hay muchísima gente de Curridabat también que tiene que pasar por ese paso y no tiene mayores problemas, entonces yo lo que veo es que trasladan todo a la Institución, que la Institución les resuelva todo, si bueno agradecemos que tenemos trabajo y todo significa también dar un poco más de esfuerzo nuestro, si tenemos que levantarnos un poco más temprano o a ver qué hacemos lo hacemos, pero que no sea papá Estado, que nos dé todo verdad, nos da trabajo y también nos da la comodidad de estar en nuestra casa, porque no me quiero levantar más temprano, entonces, pero sí pero ese tema ese tema igual de que sea la jefatura, de alguna forma nosotros le estamos diciendo sí jefatura valórelo.

Al menos yo de mi parte no estoy de acuerdo en autorizarles ni un solo día, pero nosotros estamos induciendo porque si le estamos trasladando que sea la jefatura que resuelva, bueno sabemos que está estipulado que la jefaturas pueden dar hasta cuatro días, el quinto día le corresponde a este Órgano, pero si les estamos indicando ve así analícelo con su jefatura, porque su jefatura tiene potestad hasta de 4 días, de alguna forma le estamos diciendo a la jefatura, sí analícelo porque es un acuerdo de este Consejo, entonces sabemos que de que para todo hay ingenio verdad, de mi parte yo no, ni un solo día, si es tema de las vías, de las rutas, de mi parte yo lo negaría totalmente.”

Manifiesta la vicepresidenta Vargas Vásquez, lo siguiente: “Que las jefaturas valoren esa situación que se está presentando de acuerdo con sus competencias. Bueno por lo menos en mi caso, yo no haría cambios masivos sino individuales, ósea, que la persona lo gestione directamente porque estas personas tienen contratos de teletrabajo, habría que hacerle un ajuste al contrato. ¿Quién es competente para hacerle un ajuste a un contrato de teletrabajo?, habría que participar a la jefatura, la persona, la Dirección de Gestión Humana, este Consejo, me explico, no es así como dar una línea general, entonces yo tendría mi reserva de aprobar cuatro días, cinco días, creo que tendría que ser algo casuístico.

No podemos darle por ejemplo cinco días a alguien que está incumpliendo con sus indicadores de gestión y nosotros no podríamos hacerlo por encima de la jefatura, que no le está permitiendo eso, ósea es un tema como muy delicado, pero por supuesto que tenemos un alto nivel de sensibilidad de la situación que está pasando en Cartago, en estos momentos y ya los de Heredia, hemos pasado por eso cuando estaban con lo del puente.

Es una situación bastante compleja que eventualmente puede generar un impacto positivo el teletrabajo en la producción de las personas servidoras y sobre todo para que se sientan mejor para que su bienestar como personas y familia sea mejor, pero creo que la solución no podría ser generalizada tendría que ser casuística.”

Finalmente, la integrante suplente Alvarez Acosta, agregó lo siguiente: “Y además también este Consejo, nunca ha dado el quinto día sin el visto bueno de la jefatura que yo recuerde, porque por lo mismo que usted dice, es el jefe el que sabe cómo andan los indicadores, cómo anda el desempeño, si la persona puede o no puede y aquí hay muchas gestiones que vienen directo del personal de apoyo

Bueno los de auditoría dicen que vienen con el visto bueno de don Robert, entonces a mí ahí sí me parece que ya es la decisión de este Consejo, de decidir sobre el quinto día.”

Analizadas y discutidas las gestiones anteriores, se acordó: 1) Tener por aportada la directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT de fecha 7 de marzo de 2023 aplicable al Poder Ejecutivo. 2) Con fundamento en el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, que rige la materia en la institución, deberá cada interesado acudir al procedimiento que prevé el reglamento de cita y formular la gestión ante su jefatura, quien se encuentra revestida de la potestad para valorar, conforme a las características de cada puesto, la autorización de hasta 4 días de teletrabajo, siempre y cuando no se afecte la prestación de servicio público que brinda la Institución y, bajo apercibimiento de que en caso de que la jefatura así lo solicite, la persona servidora judicial autorizada, deberá presentarse a la oficina o despacho en los casos necesarios, tal y como dispone esa norma reglamentaria. 3) Respecto a la solicitud para que se valore la aprobación de 5 días de teletrabajo con fundamento en la afectación de la vía San José-Cartago, se considera que el otorgamiento de 5 días de teletrabajo es excepcional y que, en el presente caso no se justifica, porque las vías permanecen abiertas, además de los argumentos expuesto.

La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara firme este acuerdo.”
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Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, indica: “El tema acá con respecto a esta situación es que, desde el punto de vista patronal, el Poder Judicial en la figura del Consejo Superior toma decisiones que son de aplicación genérica, y que, en principio, al ser nosotros funcionarios del Poder Judicial, este tipo de aplicaciones genéricas también deberían cobijarnos.
Sin embargo, es claro que la Ley establece que la Junta tiene la potestad, desde así lo determina, de hacer una reglamentación específica distinta, a la fecha la Junta ha acogido la normativa existente en el Poder Judicial, y la ha acogido como propia y ha decidido, aplicar este tipo de decisiones o de aplicaciones en la misma dirección que lo ha hecho en la institución.
Dicho lo anterior, traemos este tema para que, en este caso, se le dé este beneficio a las personas que laboran en la Dirección de la JUNAFO y que viven obviamente en la zona de Cartago, para que ellos puedan eventualmente contar basado en este acuerdo durante la etapa de construcción de este viaducto, y que estamos hablando de que no va a ser menos de 1 año donde se estaría dando esta situación.
Actualmente en la Dirección laboran 3 personas que viven en la provincia de Cartago y se dirigen desde allá para acá, y esto sería, vuelvo y repito, apegarnos estrictamente a lo que cualquier otro funcionario del Poder Judicial, le aplicaría en este caso, solamente si ustedes a bien lo estiman de esa manera, y si deciden tomar alguna decisión en contrario, que quede claramente definido por parte de sus personas”.
Se le concede el uso de la palabra al máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO: “No entendí a don Oslean, o sea, estamos conociendo el acuerdo del Consejo, que ya dictó de que no es necesario de los 5 días porque todavía está abierta la vía, eso fue lo que dice el Consejo, más o menos, entonces no entendí realmente el fondo de la gestión don Oslean, si es que, tomemos las predicciones en caso de que cuando se cierren, porque les voy a contar algo, mi esposa es de Cartago y nosotros constantemente vamos ahí, y lo que hicieron en la galera y don Juan Carlos no me deja mentir, con lo del desvío y que corrigieron un poco el tema, sí hay presa, pero ya no se obstaculiza como los primeros días, porque los primeros días era terrible, era un parqueo eso, ya ahora por lo menos circulan.
Pero el tema, no sé si el fondo, es que tomemos las previsiones o ¿cuál sería, don Oslean?”.
El integrante presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, aclara: “Para aclararle tal vez un poquito a don Rodrigo, si uno sale tipo 6:00 am de aquí no es que haya un parqueo, fluye el tránsito, o sea, que una persona de Cartago tendría que salir a las 5:00 am más o menos para que esté pasando a las 6:00 am por la galera, que va fluido, siempre denso el tránsito, más tarde es imposible, es a lo que quiero hacer alusión porque ustedes saben que hay días que paso en Curridabat y lo veo bastante complicado”.
El máster Mora Valdez, explica: “El acuerdo del Consejo Superior, tal vez para aclarar el comentario de don Rodrigo, delega en la jefatura la posibilidad de asignar hasta 4 días de teletrabajo, y eso implicaría que el rol que se estaría definiendo para las personas que viven en Cartago, pasaría de 3-2 a un rol de 4-1.
Esta situación mejoraría en términos generales, el desplazamiento de las personas, le ahorraría horas de vida de presa, por así decirlo. Si yo aplico inmediatamente esta disposición estaría en contra de una disposición que ustedes previamente han establecido, ustedes establecieron que el rol para toda la dirección fuese de 3-2, por eso es que traemos este tema acá para que ustedes lo conozcan.
Y si ustedes deciden que lo acordado por el Consejo Superior también es de aplicación para nosotros, entonces se valoraría precisamente darles a las personas que vivan en Cartago ese rol de 4-1, mientras las condiciones así lo ameriten. Obviamente, conforme vaya avanzando la construcción, y conforme se vayan dando mejores aperturas, esto debería tender a liberarse y eventualmente ya las personas que vivan en Cartago volverían al rol normal, tradicional, que el resto de las personas que trabajamos en la Dirección aplicamos.
Lo que quería nada más era que ustedes conocieran, si en este momento alguien trabajara en la Dirección de Tecnología, perfectamente esa Dirección con este acuerdo, está autorizada a brindar ese rol de 4-1, sin mayor inconveniente, sin mayor problema, sin embargo, al ser la Dirección de la JUNAFO, una Dirección que obedece directamente a sus personas, consideré oportuno que ustedes conocieran este acuerdo y tomarán la decisión de si avalan este punto, lo ahí acordado, o quieren dictaminar otra cosa diferente a lo que aquí se está indicando”.
El licenciado Parris Quesada Madrigal, integrante de la JUNAFO, consulta: “¿Qué cantidad de personas de la JUNAFO trabajan en Cartago”?
El máster Mora Valdez, responde: “3 personas viven en Cartago”.
El integrante Quesada Madrigal, pregunta: “¿Cuáles son las funciones o los puestos?”.
El máster Mora Valdez, indica: “Una persona trabaja como gestor de portafolios en el Proceso de Inversiones y 2 personas trabajan en Proceso de Riesgos como gestores de riesgos, básicamente ellos son 100% labores teletrabajables, son profesionales 2, entonces ya se ha comprobado en el pasado que ellos pueden ejecutar estas funciones en formato de teletrabajo, por supuesto”.
El integrante presidente, Segura Solís, comenta: “Lo veo como una excepción a la regla, es decir, si bien es cierto, tenemos una posibilidad de otorgar el teletrabajo 3-2, en este caso la excepcionalidad es, los trabajos que van a tener un tiempo determinado, de tal manera que no veo la inconveniencia de otorgar los 4 días en el tanto y en el cuanto, la excepcionalidad esté subsistente”.
El integrante Arroyo Guzmán, manifiesta: “También podríamos limitar esa parte, plantearía la posibilidad, si les parece, de que otorguemos los 4 días por los próximos 6 meses y que luego lo valoraremos conforme vayan avanzando las obras, porque va a haber un momento en que no va a haber tanta presa porque van a haber otras alternativas, pero plantearía eso mismo que dice don Oslean, en cuanto a variar esa disposición que ya tuvo la Junta, podemos hacer la variación para las personas que viven en Cartago por los próximos 6 meses y luego evaluaremos el avance, si les parece”.
El integrante presidente, Segura Solís, señala: “Me parece muy bien, ¿don Parris?”.
El integrante Quesada Madrigal, expresa: “Sí, de acuerdo con lo que plantea don Rodrigo, nada más que las personas que son del mismo departamento, que se alternen el día que vienen a la JUNAFO”.
El integrante presidente, Segura Solís, consulta: “¿Don Arnoldo?”
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, responde: “De acuerdo con la propuesta de don Rodrigo y del compañero Parris”.
El integrante presidente, Segura Solís, prosigue: “Yo también entonces así quedaría el acuerdo. Agregarle a este acuerdo las observaciones hechas por don Rodrigo”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 28-2023 celebrada el 11 de abril del 2023, artículo LXII, sobre la aprobación de la Directriz N° 015-MP-MIDEPLAN- MTSS-MOPT para la instauración del teletrabajo ante la afectación por el cierre de La Galera y la autopista Florencio del Castillo. 2.) Acoger las disposiciones tomadas por el Consejo Superior, como propias de esta Junta Administradora para el personal de la Dirección de la JUNAFO, con fundamento en el “Reglamento para regular la modalidad de prestación de servicios en teletrabajo en el Poder Judicial”, y que sea la jefatura quién evalúe cada solicitud en concreto, en el tanto la excepcionalidad subsista. Por lo anterior, se autoriza la excepción de 4 días de teletrabajo y 1 día presencial, para las personas funcionarias de la Dirección de la JUNAFO que tengan su lugar de residencia en la provincia de Cartago, por los próximos 6 meses, en el entendido que posterior a ello esta Junta valorará dicho permiso, conforme al avance de las obras.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XIV
Documento N° 466-2023
En sesión N° 11-2023 del 14 de marzo de 2023, artículo XVIII, se tuvo por conocido el oficio N° 039-S-2023 suscrito por el máster Jorge Eduardo Cartín Elizondo, Secretario General del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial (SITRAJUD), donde informaron que estaban elaborando un proyecto de reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los artículos 239 y 240, y solicitaban informe sobre cuáles son los costos estimados de crear la estructura administrativa para colocar créditos directos de JUNAFO en el colectivo judicial, así como el costo estimado del pago de las dietas para las personas que conforman la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, y si los recursos provenientes del 5 x 1.000, que surge de la deducción de los sueldos de las personas servidoras judiciales, así como de las jubilaciones y las pensiones a cargo del Fondo, están en capacidad de atender esos requerimientos. Además, se denegó la solicitud remitida por la SITRAJUD y se le informó que se estaba tramitando ante el Consejo Superior, un permiso para que el doctor Juan Carlos Segura Solís, en calidad de Presidente de esta Junta, participara en la elaboración de una propuesta de reforma a la Ley del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – FJPPJ, y que en el momento, que se formalizara el inicio del proceso para realizar la citada reforma se les invitaría a que remitieran las ideas o propuestas que a bien estimaran, para que sean tomadas en consideración.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano votó por conceder audiencia al citado Sindicato.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, consulta: “Antes de iniciar la sesión, escuché que tenían una reunión con el Sindicato de la Asociación Nacional de Investigadores en Criminalística - ANIC, y quisiera saber de qué se trata”.
Manifestaciones:
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, responde: “Con mucho gusto, por lo general el Sindicato, me invita a mí, a que escuche las propuestas de reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por parte de ellos, ya que ellos están trabajando en algo para que la Ley indique que los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial - OIJ, que porten armas obligatoriamente, 24 horas, 7 días de la semana, tengan una jubilación más temprana, entonces ellos quieren explicarnos esta situación, y ahora lo que quieren es ampliar lo que se ha visto en otras reuniones, y yo invité a don Oslean, porque como él está trabajando con don Juan Carlos, en lo de la reforma, y la idea mía es que, si en un momento dado vamos a presentar, un proyecto de Ley, que vayan también las características que solicitan los gremios, y que no pase lo de la vez pasada que cada uno presentó un proyecto, y que sea uno solo, por eso es que queríamos oírlos, y podríamos hacerlo con todos los gremios, y saber que caminos han cruzado para efectos de los beneficios que nosotros estemos proponiendo”.
El integrante Arroyo Guzmán, indica: “Creo que es inoportuno, que nuestro equipo de trabajo, vaya a escuchar propuestas de otras personas o entidades que no lo han presentado formalmente a la Junta, les voy a decir por qué, porque ya nosotros tomamos un acuerdo como Junta, hace unos días atrás, antes del permiso de don Juan Carlos, en donde hicimos ver, ante una gestión que nos presentó uno de estos grupos, que nos hicieran llegar a la Junta eso, no veo muy atinado que uno se afilie a un grupo, porque puedo ir a ANIC, pero luego no puedo ir a otro o se deja alguno por fuera, alguien nos puede acusar de algún favoritismo.
El doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNADO, señala: “Discutamos esto fuera de grabación”.
Posteriormente, el máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, dice: “Don Juan Carlos, para que quede dentro de grabación, lo discutido, que sería formalizar una circular, para invitar a la población en general a que se refiera a las propuestas de la Reforma de la Ley, que sean debidamente justificadas. En ese caso, si nos lo encomiendan, le pediría ayuda a don Eduardo Chacón Monge, asesor jurídico y a doña Angie Ampié Gutiérrez, Prosecretaria, ambos de la JUNAFO, para la redacción en ese sentido, y se comunique como un acuerdo nuevo, para que las personas en general se puedan referir en un plazo determinado, no sé si un mes les parece bien, para que las personas puedan referirse al tema”.
El integrante Arroyo Guzmán, interviene: “Talvez en la comunicación Oslean, es nada más, que la Junta Administradora ha abierto un proceso y que cuenta con recursos humanos dispuestos para la reforma, darle como un poquito de matiz a la introducción, porque es una circular, y que, a esos efectos, se invita a la población, así como usted lo acaba de decir, pero al principio sí hacer ver, que es un esfuerzo por parte de la Junta, porque es la verdad, para abrir las posibilidades de hacer una reforma a la Ley, porque es un esfuerzo nuestro”.
El integrante Hernández Solano, agrega: “Para Eduardo que va hacer el borrador, que seamos muy claros en que venga la reforma propuesta con costo, beneficio, y aspectos legales que respalden la propuesta”.
El presidente Segura Solís, prosigue: “Bien fundamentada”.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, esta Junta dispone: Encomendar a la Dirección de la JUNAFO, para que en conjunto con la Secretaría General de la JUNAFO, se realice una circular para invitar a la población judicial, a que se refiera a las propuestas de la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en la cual está trabajando esta Junta, con el apoyo del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de este cuerpo colegiado y la Asesoría Jurídica de la Dirección de la JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO XV
Documento N° 467-2023
En sesión N° 19-2023 del 2 de mayo de 2023, artículo XIV, se tuvo por conocida la solicitud presentada por el máster Oslean Mora Valdez, en calidad de director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO y en consecuencia, se probó la cancelación de subvención diaria tanto a los asesores jurídicos, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, así como al personal de la Dirección de la JUNAFO, que participaran a solicitud del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de esta Junta Administradora y encargado del proyecto; en la redacción de la propuesta a la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha subvención diaria por persona sería de ¢10,000.00 Asimismo, la Dirección de la JUNAFO tomaría nota para los fines consiguientes y trámites correspondientes para la cancelación de esta subvención con el Fondo Especial y su normativa.
En relación con lo anterior, el doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de la JUNAFO, indica: “Este tema se refiere a qué es lo que se le va otorgar, a las personas que estamos laborando para la reforma de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a la normativa existente, referente a si son viáticos, subvenciones, etc, por lo que le doy la palabra a don Oslean”.
Manifestaciones:
El máster Oslean Mora Valdez, director interino de la Dirección de la JUNAFO, explica: “El tema aquí es que, leyendo la normativa aplicable por parte de la Administración, consideramos, que el acuerdo tomado en la sesión anterior, tiene un vacío, por la metodología que se está implementando en este momento, con respecto a la forma en que se tiene que tramitar ante el Sistema de Compras Públicas – SICOP, todo lo que son gastos asociados a este tipo de cosas, por lo que sugerimos, que respetuosamente, se valore aplicar, la normativa de viáticos para todos los efectos, con respecto al pago de alimentación y kilometraje como está regulado, y que efectivamente podamos hacerlo de esa manera. En la anterior oportunidad, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, hacía una sugerencia muy valiosa, en cuanto a autorizar el traslado del personal administrativo, cuando así sea convocado y que así las personas se vean cubiertas por el tema de riesgos de trabajo, entonces respetuosamente, el cambio iría en tres líneas, uno, autorizar el traslado del personal administrativo de la JUNAFO, cuando así sea convocado para ver temas relacionados con la propuesta de reforma de Ley, dos, aplicar la normativa referente a los gastos de viáticos correspondientes, y tres, aplicar la normativa, correspondiente al tema del kilometraje, ambos regulados por la Contraloría General de la República”.
El presidente Segura Solís, indica: “Solo una sugerencia, autorizar el traslado, ahí tenemos que ver por semana, donde se están trasladando, no sé si agregar la dirección exacta”.
El máster Mora Valdez, dice: “Disculpe don Juan Carlos, tenemos entendido que sus personas, van a reunirse en diferentes localidades con el pasar del tiempo, ante la Asamblea legislativa, a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, etc, entonces no lo sujetaría, y como lo establece la normativa de viáticos, hay una serie de pasos a seguir, que ahí se regulan para poder pagarlos, pero en realidad debería quedar abierto, a donde decidan reunirse, por si necesitan reunirse en otra localidad, no tengamos que traer el acuerdo nuevamente a Junta”.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, integrante de la JUNAFO, manifiesta: “A eso que dice don Oslean, que agregue, después del kilometraje, y o alquiler de vehículos, la que quede más opcional con respecto al costo”.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán, integrante de la JUNAFO, señala: “En la misma línea de don Oslean, dejémoslo abierto, no está de más”.
El presidente Segura Solís, dice: “Si todos están de acuerdo, entonces se procede a aprobarlo”.
Se acuerda:	Una vez analizado el tema anterior, conforme a las recomendaciones indicadas por la administración de la JUNAFO, esta Junta dispone: 1.) Modificar el acuerdo tomado en sesión N° 19-2023 del 2 de mayo de 2023, donde se aprobó la cancelación de subvención diaria tanto a los asesores jurídicos, los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, así como al personal de la Dirección de la JUNAFO, que participen a solicitud del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente de esta Junta Administradora y encargado del proyecto; en la redacción de la propuesta a la Reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, de la siguiente manera: a.) Autorizar el traslado del personal administrativo de la JUNAFO, cuando así sea convocado para ver temas relacionados con la propuesta de reforma de Ley. b.) Aplicar la normativa referente a los gastos de viáticos correspondientes. c.) Aplicar la normativa, correspondiente al tema del kilometraje, ambos regulados por la Contraloría General de la República. 2.) Ampliar las labores asignadas al licenciado Eduardo Chacón Monge, Asesor Jurídico interino de la Dirección de la JUNAFO, dentro del permiso con goce de salario y sustitución a la plaza N° 382277 de Asesor Jurídico, conforme a lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto participa en el equipo encargado de la redacción de la propuesta de la Reforma a la Ley.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las diez horas treinta minutos terminó la sesión.
[bookmark: _GoBack]

 Doctor Juan Carlos Segura Solís          Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora         Secretario Junta Administradora


- Acta aprobada el 30 de mayo de 2023 -
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Oficio de la CCSS Nombre del exfuncionario Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación actuarialMonto a trasladar a la CCSS ROP

GP-DAP-0372-2023

 Gerardo González 

Álvarez 

1-0351-0734 330,351.35             846,316.97               330,351.35                           128,991.41           
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Nombre

Cédula

Justificacion del Traslado

Monto

Santiago Araya Marin

104800216

Pension Vejez

©11,047,214.06
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal 

y Estatal Anual

Cotizado Obrero 

Anual

Monto costo actuarial

1975 3                      3,087.00                    463.05               154.35                        8,095.19             128,959.82                      42,986.61 

1976 11                    25,305.00                 3,795.75            1,265.25                      62,057.93             887,483.15                    295,827.72 

1977 12                    37,666.00                 5,649.90            1,883.30                      96,483.56          1,271,524.90                    423,841.63 

1978 12                    30,184.00                 4,527.60            1,509.20                      77,742.94             958,839.15                    319,613.05 

1979 12                    36,040.00                 5,406.00            1,802.00                      88,901.11          1,047,201.90                    349,067.30 

1980 12                    49,210.00                 7,381.50            2,460.50                    106,144.68          1,213,398.85                    404,466.28 

1981 12                    70,862.00               12,400.85            3,543.10                    111,522.88          1,456,597.89                    416,170.82 

1982 12                  158,689.00               27,770.58            7,934.45                    136,881.36          1,754,278.30                    501,222.37 

1983 7                  124,206.00               21,736.05            6,210.30                      83,209.65          1,047,442.22                    299,269.20 

1984 2                    20,677.00                 3,618.48            1,033.85                      19,328.25             152,036.35                      43,438.96 

Total 95 555,926.00                   92,749.75               27,796.30          790,367.56                     9,917,762.52          3,095,903.95                 

Total VPACT - CAC 12,223,298.90               

Monto solicitado por la CCSS 11,047,214.06               

Monto aporte a valor presente 12,223,298.90               

Diferencia a trasladar al ROP* 278,538.23                    

Monto a girar a la CCSS 11,047,214.06           

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Santiago Araya Marín

1-0480-0216

16/09/1975

22/11/1984
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Oficio de la CCSS

Nombre del 

exfuncionario

Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación 

actuarial

Monto a trasladar 

a la CCSS

ROP

GP-DAP-0372-2023  Santiago Araya Marín  1-0480-0216 11,047,214.06         12,223,298.90       11,047,214.06         278,538.23      
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Nombre

Cédula

Justificacién del Traslado

Monto

Yamileth Pérez Sanchez

501660879

Pension Vejez

¢2,601,578.25
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal y 

Estatal Anual

Cotizado Obrero 

Anual

Monto costo actuarial

1977 1                       1,769.00                     265.35                  88.45                         1,980.88           58,551.38                19,517.13 

1978 12                     22,116.00                  3,317.40             1,105.80                       23,891.06         703,009.03              234,336.34 

1979 12                     25,224.00                  3,783.60             1,261.20                       25,555.05         738,533.49              246,177.83 

1980 12                     19,378.00                  2,906.70                968.90                       16,852.68         477,584.37              159,194.79 

1981 12                     22,544.00                  3,945.20             1,127.20                       15,145.44         487,218.55              139,205.30 

1982 9                     23,144.00                  4,050.20             1,157.20                         8,804.03         269,810.65                77,088.76 

1983 5                     12,449.00                  2,178.58                622.45                         3,629.49         105,861.36                30,246.10 

Total 63 126,624.00                    20,447.03                6,331.20             95,858.62                        2,840,568.83      905,766.25             

Total VPACT - CAC 3,650,476.45          

Monto solicitado por la CCSS 2,601,578.25          

Monto aporte a valor presente 3,650,476.45          

Diferencia a trasladar al ROP* 252,631.69             

Monto a girar a la CCSS 2,601,578.25      

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS.

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Yamileth Pérez Sánchez

5-0166-0879

01/12/1977

15/03/1983
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Oficio de la CCSS

Nombre del 

exfuncionario

Cédula

Monto solicitados 

por la CCSS

Liquidación 

actuarial

Monto a trasladar a 

la CCSS

ROP

GP-DAP-0372-2023  Yamileth Pérez Sánchez  5-0166-0879 2,601,578.25          3,650,476.45            2,601,578.25             252,631.69           
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Umbrales afio 2023 (montos en colones)

Régimen Tipo de Licitacion Mayor Licitacién Menor Licitacién
contratacion reducida
Igual a o més de Menosde | lguala o més de Menos de
Bienes y Servicios €264.519.083 264519083 | 066.120.771 €66.129.771
Ordinario
Obras €712.166.540 712166540 | €178.041.690 €178.041.690
Bienes y Servicios €317.422.900 €317.422.900 | ¢79.355.725 79.355.725
Diferenciado
Obras €1.139.466.819 €1.139.466.819|  €284.866.705 €284.866.705
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CIRCULAR N° 46-2023 


 


DE: Licda. Adriana Esquivel Sanabria 


               Jefa a.í, Departamento de Proveeduría  


 


PARA: Administradores de Centros de Responsabilidad, Centros Gestores y personas usuarias en 


general que ejecutan compras. 


 


ASUNTO: Aclaración sobre la firma o aprobación de los diferentes trámites a raíz de la entada en 


vigencia de la Ley General de Contratación Pública 


 


FECHA: 15 de marzo de 2023  


 


 


Estimados compañeros (as) encargados (as) de Centros de Responsabilidad y personas usuarias en general 


que tramitan compras públicas, se informa que:  


 


Con ocasión de la implementación de la Ley General de Contratación Pública, el Consejo Superior ha realizado 


diferentes delegaciones para la firma o aprobación de los actos motivados que dentro de la nueva normativa 


deben ser suscritos por el jerarca institucional, es decir, que para el caso del Poder Judicial correspondían ser 


suscritos por dicho Consejo.  


 


Se aclara que, esas funciones no pueden ser trasladadas o subdelegadas a un tercero. Esto por un principio 


de legalidad, pues se convierte en un vicio de nulidad y el documento pierde validez, por lo que, en razón de 


lo anterior, es necesario que se respete lo que expresamente se indica en los diferentes acuerdos en los que 


se hayan realizado estas delegaciones, ya sea para la firma de la decisión inicial, aprobación de contrataciones 


de suma urgencia, del acto final del procedimiento de contratación (adjudicación, declaratoria de desierto o 


infructuoso), entre otros. 


 


Tomando en consideración lo indicado, no es procedente interpretar que se pueda realizar la transferencia 


de las funciones delegadas y que estas a su vez,  puedan ser objeto de una segunda delegación por parte del 


delegado, ya que el delegante originario, que en este caso es el Consejo Superior, no autorizó expresamente 


en los acuerdos tomados, que las funciones designadas puedan ser subdelegadas. 


 


Cabe señalar que, para mayor claridad sobre las firmas o aprobaciones que se designan al jefe de la unidad 


solicitante, en Acuerdo del Consejo Superior en sesión N° 98-2022 celebrada el 11 de noviembre de 2022, 


artículo I, se definió el concepto de esta figura como: “Jerarca del departamento o dirección de acuerdo con 


el organigrama de la oficina correspondiente. Es decir, la persona responsable que ejerce el mando o 


dirección en dicha oficina”. 
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Por lo anterior, debe entenderse que en todos los documentos donde se requiera esta aprobación, como por 


ejemplo en la Decisión Inicial si este no es suscrito por la persona designada de conformidad con lo aprobado 


por el Consejo Superior, los diferentes procedimientos de contratación que se gestionen serán devueltos. 


 
 


SZG/YAA 
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RV: Oficio 200-JP/DJA-2023

		From

		Marvin Angulo Díaz

		To

		Melissa Masiel Mainieri Hernandez

		Recipients

		mmainieri@poder-judicial.go.cr



Buenos días, le reenvio el correo con la respuesta solicitada, favor indicar si fue recibida por la Junta.

Gracias.

Atentamente.

Marvin Angulo Dìaz

  _____  


De: Marvin Angulo Díaz <marvin05201@hotmail.com>
Enviado: martes, 11 de abril de 2023 15:29
Para: Servicio al Cliente Junta Administradora <srvcliente_jadm@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Oficio 200-JP/DJA-2023 

 

Buenas tardes estimados señores, adjunto respuesta al oficio 200-JP-DJA-2023

 y comprobantes.

Atentamente.

Marvin Angulo Dìaz

  _____  


De: Melissa Masiel Mainieri Hernandez <mmainieri@poder-judicial.go.cr>
Enviado: jueves, 30 de marzo de 2023 10:48
Para: marvin05201@hotmail.com <marvin05201@hotmail.com>
Cc: Bryan Calvo Calderón <bcalvo@Poder-Judicial.go.cr>; Katherine Zamora Murillo (Autorizada Unidad Fondo de Jubilaciones y Pensiones) <kzamoram@Poder-Judicial.go.cr>; Rodrigo Delgado González <rdelgadogo@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 200-JP/DJA-2023 

 



Señor



Marvin Ángulo Díaz



Jubilado Judicial



 



Por instrucciones superiores del MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í. de la Dirección de la JUNAFO, adjunto se remite el oficio N°200-JP/DJA-2023 correspondiente a la Notificación por reporte de trabajador independiente ante la C.C.S.S (de julio a setiembre 2022)



 



Se agradece confirmar recibido.



 



A la orden,



 







 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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San José, 28 de marzo de 2023 
 



Señor 
Marvin Orlando Ángulo Díaz 
Jubilado judicial 
 
 



Asunto: Notificación por reporte de 
Trabajador Independiente ante la 
C.C.S.S. (de julio a setiembre 2022). 



 
 
Estimado señor 
 
En relación con el beneficio de jubilación aprobado por la Junta Administradora del 
Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N.° 23-2022 
celebrada el 07 de junio de 2022, artículo VII, mediante el cual se aprobó la 
separación por incapacidad absoluta y permanente, en forma atenta se indica: 
 



1. Que según el cruce de bases de datos que realiza el Fondo de Jubilaciones 
y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social 
(C.C.S.S.), su persona aparece reportada como Trabajador Independiente 
en el período de julio a setiembre 2022. Este informe se efectúa por parte de 
esta Dirección, con la finalidad de determinar si existen personas jubiladas 
judiciales laborando en el sector público y/o personas jubiladas judiciales 
separadas por incapacidad absoluta y permanente, que se encuentren 
laborando y a la vez percibiendo el beneficio de jubilación.  
 



2. Que en relación con su estimable persona según el cruce correspondiente al 
período de julio a setiembre 2022 (III trimestre 2022), la C.C.S.S. lo reportó 
como “Trabajador Independiente”, por lo que, esta Unidad realizó la 
investigación respectiva dando como resultado lo que a continuación se 
detalla: 
 



 Al consultar en la base de datos de patronos de la C.C.S.S se 
determina que su persona se encuentra registrado en dicha base y 
ostenta la condición de “Patrono”, tal y como se observa en la 
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siguiente imagen: 
 



 



 Asimismo, se consultó en la base de datos del Ministerio de Hacienda, 
apartado de “Situación Tributaria”, si su persona tenía algún registro 
activo relacionado con alguna actividad económica y se determinó lo 
siguiente: 



 



 



 



 











 
 



Oficio N° 200-JP/DJA-2023 



 



  Página 3 de 5 



 Concluyendo que su persona cuenta con una actividad económica 
registrada ante Tributación por “Servicio de restaurante, cafetería, 
sodas y otros expendios de comida” desde el 17/10/2018 y hasta el 
día de hoy. Por lo que, se procedió a verificar la existencia del nombre 
comercial “Ventana al Golfo” y se ubicó el “Restaurante Ventana al 
Golfo” ubicado en Rincón de Osa, tal y como se observa a 
continuación: 
 



 



3. Que según lo establecido en el artículo N.° 233 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial vigente, su persona no puede ejercer labores remunerativas a menos 
que cuente con la autorización pertinente de la Comisión Calificadora del 
Estado de la Invalidez de la CCSS y de la Junta Administradora del Fondo 
de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial:   



 
“[…] Artículo 233- Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, 
durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus 
instituciones y de las municipalidades. 
 
Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de 
educación superior. 
 
Cuando el beneficio haya sido acordado por invalidez y la persona desee 
reincorporarse al sector laboral, deberá solicitar el permiso respectivo y 
contar con la aprobación por parte de la Comisión Calificadora del Estado 
de la Invalidez o de la instancia que la Caja Costarricense de Seguro Social 
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(CCSS) designe, siempre que la nueva actividad sea diferente a aquella 
por la cual se le declaró inválido. 
 
Cuando un jubilado por invalidez inicie labores remunerativas sin haber 
solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de 
que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de 
respetársele el debido proceso. Asimismo, el jubilado estará en la obligación 
de devolver los dineros recibidos indebidamente, sin que exista obligación del 
Poder Judicial de reinstalarlo en el puesto en que se jubiló…” 



 
4. Que en sesión N.° 009-2023 celebrada el 01 de marzo de 2023, la Junta 



Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
conoció el informe pertinente al cruce de bases de datos del III trimestre de 
2022, acordando para lo que interesa: 



 
“[…] 2.) Delegarle a la Dirección de la JUNAFO, el caso del señor Marvin 
Orlando Ángulo Díaz, así como los casos futuros relacionados, a fin de que 
se analice lo indicado anteriormente y remita el informe correspondiente a 
esta Junta. […]” 



 
Es importante indicar, que por la fecha de recibido de la información por parte de la 
C.C.S.S, solo se tiene información de julio a setiembre 2022 (III trimestre 2022), no 
obstante, debe tener presente que si corresponde a una actividad remunerativa, en 
los próximos informes que realice la Dirección, existe probabilidad de que continúe 
con el respectivo registro y deba considerarse tales periodos como sumas en 
demasía. 
 
Debido a lo expuesto, y con el fin de dar inicio el debido proceso administrativo, se 
le comunica la situación presentada en su caso particular, con el fin que en el plazo 
improrrogable de 3 días hábiles a partir de la comunicación de este documento, 
manifieste los argumentos que considere pertinentes y que de esa forma su 
beneficio de jubilación no se vea afectado, ya sea por suspensión o por el cobro de 
sumas giradas de más. 
 
Las gestiones pertinentes las podrá hacer llegar a los siguientes medios de 
atención: 
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Correo electrónico: srvcliente_jadm@poder-judicial.go.cr  
Fax: (506) 2549-1591 
Plataformas de atención presencial: 
 



 Sabana Sur, Calle Morenos, Edificio Impala, I piso. 



 San José Centro, Barrio González Lahmann, edificio del OIJ, I piso.  



 



A la mayor disposición de aclarar cualquier consulta, quedamos atentos,  
 
 
 



 
MBA. Bryan Calvo Calderón 



Jefe Subproceso de Jubilaciones y 
Pensiones Dirección de la JUNAFO 



 
MPM. Oslean Mora Valdez 



Director a.í.  
Dirección de la JUNAFO 



 
MMH / KZM/BCC/IMA 
 
c: Expediente jubilado judicial 
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			Costa Rica


			BRYAN JEREMY CALVO CALDERON (FIRMA)








						omorava@poder-judicial.go.cr


			2023-03-29T20:46:18-0600


			Costa Rica, Centroamerica.


			OSLEAN VICENTE MORA VALDEZ (FIRMA)


			Estoy aprobando este documento
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CAJA COSTARRICENCES DESHGURO SOCTAL™ 7 BONER
SISTEMA INSTITUCIONAL PARA LA GESTION DE INSPECCION -

USPENSION DE TRABAJADORES INDEPENDIENTES s Sz
A t ¥ s e B p . G B YR

Yt ayrscid,

ARV ST e
¢ 1605=00435~2023~1
Numero caso: 1605-2023-00481 Nimero Informe:
Nombre y apellidos AV/TI: ihs Y 7
S ot T . ‘oCupacibn oL VENDEDOR ¥ DEMOSTRADOR DE TIENDAS
: = 30439-999-001 \
Actividad econémica TI: RESTAURANTES, BARES Y CANTINAS. ST G R
Clase Seguro: E - COTIZA SEM o e | Tipo TI:
Fecha inscripcién: 18-0CT-18 | petalle direccién hab, AV/TI: E HACIA SAN
kel g AR shercvaR R | : CALL ;
Sucursal: SUCURSAL PALMAR NORTE ' |QUIZARRA ey e i
S Wi 5 SNTPT F FRANCISCO
Funcionario CCSS: LAURA MELISSA VALERIO VALERTO ‘
— e " ito:
Fecha suspensién: m Provincia: Cantén: Distr
—— S —| - PEREZ ZELEDON CAJON
Tipo suspensién: CESE ACTIVIDAD ECONOMICA JRSENIIOSE
- el S o : Teléfono celular:

Teléfono hab.:

Razén suspensién:
27380079

CEDE DE ACTIVIDAD ECONOMICA A PARTIR DEL 03/2023

89268571

Correo Electrénico:

Detalle direccién Trab AV/TI:
RINCON DE OSA, 1 KM NORTE DE LA ESCUELA

Teléfono Trab:

Provincia: Cantén: Distrito:
27850378

PUNTARENAS OSA SIERPE

Notas importantes: I,
Los beneficios que se derivan del Seguro Trabajador Independiente no podran disfrutarse a partir de la

de Salud
que se suspenda esta modalidad de aseguramiento, de conformidad con lo establecido en el Reglamento de ’
Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte y en los correspondientes instructivos.

} 4 de las
Cuando la persona no cuente con alguna modalidad de aseguramiento, tesp?ndera integramente por el pago de

prestaciones otorgadas.

La informacién suministrada en la entrevista;yfqumdchggntgg-p;eaggtados son ve;daderos. "Acep:?llazazfn::cgzi
indique la Ley, segun los articulos 311 y 316 del :Cédigo Penal en caso de que se comprobara la False P

o total de los datos proporcionados'

Haa + 1.
Doy fe de recibir copia del presente documento. Para que surta los efectos oportunos, se firma el presente en la
SUCURSAL PALMAR NORTE al se 10:03 horas del 31 de MARZQ  >de1 2023

Firma del Solicitante del
tramite

Institucién que lo emite.
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Direccion de la INAFO
San José.

Estimados sefiores:

Dentro del plazo de 3 dias hdbiles a partir de la comunicacion del Oficio N* 200 1P /DiA- 2023,
donde se me informa del estudio de cruce de bases de datos que realiza el Fondo de
lubilaciones y Pensiones del Poder Judicial con la Caja Costarricense del Seguro Social
(C.CS5.), y del Ministerio de Hacienda.

Al respecto les comunico lo siguiente:

PRIMERO: Soy propietario de un lote con una construccién ristica, en Rincén de Osa, la cual se
enmmbademmpada;enelaﬂozom,memnmmmmm
una situacion econdmica muy dificil, y me pidid que si le ayudaba prestandole el local para
immmmymmjwmmhnﬂbmmamnrbm
Comoelterrenoestéaminombreynosetmtadeak;uilerdelocal:parapodzrmflos
permisos necesarios, le ayudé inscribiéndome en la CCSS, y Hacienda bajo el régimen
simplificado, para que abriera su local y mantuviera a su familia, ( ella siguié luchando con el
negocio,apesardelapandemiaymantuvoaldialospagosdemycmmdeba'p).

SEGUNDO: En el afio 2022, por recomendacion médica solicité ante la Junta de Pensiones el
estudio de pension por invalidez, el cual me fue aceptado a partir de junio 2022. Y me acogi a la
pensién. Como hacia tanto tiempo, (casi cinco afios) que le habla ayudado a mi hermana con
prestar el local y tramitar los permisos, olvidé por completo hacer el retiro o cancelacion del
seguro y de hacienda como obligado tributario.

Hapdduundmbmdemdesquealnmdemch&dw,ympm
enterado del asunto, procedi de inmediato a cancelar los permisos y patentes; y en ningun
momento laimensiénﬁ:edeobtenerunbemﬁdomunomahhpo&mab
Institucién.

Adjunto comprobantes de descripcion en hacienda, en el Registro Unico Tributario.
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Acuse de recibo  
 
 
La Administración Tributaria le comunica que ha recibido la Declaración de Desinscripción en el



Registro Único Tributario N° 1405230717895, a nombre de MARVIN ORLANDO ANGULO DIAZ,



identificación N° 106230439, que fue presentada por MARVIN ORLANDO ANGULO DIAZ, a través



del portal Administración Tributaria Virtual, el día 30/03/2023 a las 14:42:20. 



 



Para cualquier duda contáctenos por medio de:  



 



Tel: 2539-4000, Opción 1  



infoyasistencia@hacienda.go.cr  



Página Web: http://www.hacienda.go.cr  



________________________________________________________________________________
 



Sus datos personales son incorporados y protegidos por el portal de la Dirección General de



Tributación, de conformidad con el artículo 24 de la Constitución Política, 115 y 117 del Código de



Normas y Procedimientos Tributarios, así como demás disposiciones legales sobre confidencialidad



existentes. 
 
 
 
Código de Seguridad:



J462P675-54U265X7-64T66674-RE63M25U
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Nombre

Cédula

Justificacion del Traslado

Monto

Gerardo Gonzalez Alvarez

103510734

Pension Vejez

€330,351.35





image3.emf
Aporte Patronal -EstatalAporte Obrero Períodos

10.00% 5.00% Hasta dic de 1966

15.00% 5.00% Desde 01/01/1967 hasta 31/12/1980

17.50% 5.00% Desde 01/01/1981 hasta 31/12/1993

14.00% 7.00% Desde 01/01/1994 hasta 15/07/1996

12.00% 9.00% Desde 16/07/1996 hasta 31/12/2009

12.16% 9.00% Desde 01/01/2010 hasta 31/12/2012

12.66% 9.00% Desde 01/01/2013 hasta 31/01/2013

12.81% 9.50% Desde 01/02/2013 hasta 30/06/2013

13.47% 10.00% Desde 01/07/2013 hasta 31/12/2013

14.12% 10.50% Desde 01/01/2014 hasta 30/06/2014

14.77% 11.00% Desde 01/07/2014 hasta 31/12/2014

14.94% 11.00% Desde 01/01/2015 hasta 31/08/2016

15.60% 11.00% Desde 01/09/2016 hasta 21/05/2016

15.60% 13.00% Desde 22/05/2016 hasta 31/12/2019

15.77% 13.00% Desde 01/01/2020 a la fecha
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Nombre

No Cédula

Fecha de Ingreso

Fecha de Salida

Año

Meses 

cotizados

Salarios Brutos 

Anuales

Cotizado Patronal 

y Estatal Anual

Cotizado 

Obrero Anual

Monto costo actuarial

1969 3                      2,778.00                    416.70               138.90                      17,741.02        209,588.00               69,862.67 

1970 7                      6,300.00                    945.00               315.00                      40,339.72        468,710.28             156,236.76 

Total 10 9,078.00                       1,361.70                 453.90               58,080.74                       678,298.29        226,099.43            

Total VPACT - CAC 846,316.97            

Monto solicitado por la CCSS 330,351.35            

Monto aporte a valor presente 846,316.97            

Diferencia a trasladar al ROP* 128,991.41            

Monto a girar a la CCSS 330,351.35         

-                         

Nota:

(*) Monto calculado proporcionalmente a partir del exceso entre el cálculo actuarial y el monto solicitado por la CCSS

Valor Presente Actuarial

Cálculo de Liquidación Actuarial

Gerardo González Álvarez

1-0351-0734

05/09/1969

31/07/1970
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Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones
y Pensiones del Poder Judicial
Repiiblica de Costa Rica
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